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Las masacres ocurridas en las jurisdicciones de Segovia y Remedios ubicados en 
el Nordeste de Antioquia, es el resultado de una violencia persistente en Colombia 
desde hace más de medio siglo, una lucha de poderes sesgada por el odio y la 
ideología política, una violencia que aún no acaba. Impulsada por la censura a las  
disidencias por considerarlas en ése contexto de tiempo como aliadas de los grupos 
armados, en el marco no solo regional sino también nacional, aunado a la oposición 
de la apertura política que subyace del gobierno de Belisario Betancur”1, 
influenciaron de manera directa en la estigmatización de la política de izquierda y 
de sus militantes, comparados con los de una militancia subversiva y armada, 
seguido por actos de violencia desarrollados con el único fin de crear miedo y terror 
a la población, ésta es una forma de dominio bajo la fuerza, es por eso que se 
expresa que la violencia en Colombia es una violencia generalmente organizada y 
sistemática, dirigida máxime contra la población civil, generando así un estado de 
inseguridad e inestabilidad social, y como producto deja grandes perjuicios a la 
población, que aunado a la difícil condición económica por la cual atraviesa el país, 
ha imposibilitado la implementación y desarrollo de políticas  de reparación eficaces 




Ahora bien, dentro del concepto de responsabilidad extracontractual del Estado, 
derivado de los actos terroristas perpetrados en los municipios de Segovia y 
Remedios/Antioquia, es de gran relevancia indicar cuales son los regímenes de 
responsabilidad patrimonial existentes en Colombia y por ende abordar ésta 
temática que ha sido objeto de grandes debates jurídicos basados en argumentos 
constitucionales y jurisprudenciales, por cuanto en el desarrollo de ésta tesis de 
grado se cuestionará de la existencia o no de responsabilidad del Estado frente a 
los perjuicios ocasionados en ocasión al conflicto armado2 y de la repercusión que 
tiene está en cuanto a la vida en relación a la persona, de la existencia de daño 
material y de daño inmaterial. Según lo preceptuado en la Constitución Política de 
1991 en su artículo 90 y de las jurisprudencias emanadas por el Consejo de Estado 
en lo concerniente a la responsabilidad extracontractual del Estado en actos 
derivados de la conducta delictiva de los grupos armados al margen de la ley y, de 
las consecuencias de dichos actos en la vida de las víctimas y, pues la derivación 
de estos actos en materia de la vida en sociedad, pues ciertamente surgen cambios 
y por ende la víctima es responsabilidad del Estado, empleando la vía judicial como 
                                               
1 CENTRO NACIONAL DE MEMORIA HISTÓRICA. Silenciar la democracia. Las masacres de Remedios y 
Segovia, 1982 - 1997. Segunda edición. Bogotá: CNMH, 2014. p 23, 24. 
2 (GMH, Trujillo, 2008) 
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el mecanismo idóneo y quizás más expedito para que de algún modo las personas 
puedan lograr la reparación del daño generado a raíz de los actos terroristas; por 
tanto, entrará el juez de lo Contencioso Administrativo a jugar un papel de vital 
importancia dentro de este debate jurídico. 
 
 
PALABRAS CLAVE: Violencia, lucha de poderes, ideología política, conflicto 








































En el territorio colombiano a lo largo de décadas ha perdurado el conflicto armado 
por parte de grupos al margen de la ley, quienes han perpetrado actos atroces, a 
saber; masacres, secuestros, extorsión, desplazamiento forzado, daños a bienes 
materiales, siembra de minas antipersonas y muchas de éstas en territorios 
cercanos a escuelas y a la población civil, ocasionando la muerte de civiles en 
acciones bélicas, asesinatos selectivos y ataques a poblaciones, voladura de 
oleoductos, ataques armados a empresas públicas y privadas, nacionales y 
extranjeras e inmerecidos atentados contra jueces de la república, importantes 
periodistas y políticos.  
  
 
En este escenario de violencia se inscriben las masacres ocurridas en los 
municipios de Segovia y Remedios/Antioquia, que en realidad éstas fueron 
programadas, preparadas para luego ser ejecutadas bajo la omisión de un Estado 
permisivo y neutral, los grupos armados al margen de la ley efectuaron las más 
lúgubre de las masacres ocurridas en las veredas Cañaveral y Manila jurisdicción 
de Remedios/Antioquia entre el período comprendido desde el 4 y el 12 agosto de 
1983; las masacres de Segovia del 11 de noviembre de 1988 y el 22 de abril de 




En ése contexto de conflicto armado dirigido en contra de la disidencia quienes 
estaban en oposición con el gobierno y sus políticas fueron asesinados, varios de 
ellos políticos y dirigentes de la militancia de izquierda, hechos que involucró la 
participación activa de miembros activos del Ejército Nacional, los activos del 
Ejército eran de diferentes rangos, además de jefes de las autodefensas y miembros 
de las mismas4, y bajo ese mismo patrón muchos municipios fueron violentados en 
su totalidad trayendo consigo desolación, miseria y muchas familias desaparecidas 
en su mayoría, tal como sucedió en las zonas veredales de Cañaveral y Manila 






                                               
3 CENTRO NACIONAL DE MEMORIA HISTÓRICA. Op. cit., p. 28, 2014. 
4 COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS (CIDH) en el caso colectivo No. 11.227. 
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PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
 
DEFINICIÓN DEL PROBLEMA 
 
Colombia es un país que se encuentra conformado por millones de ciudadanos 
sobre los cuales recaen cargas exclusivas del Estado, y entre las cuales es 
menester resaltar, las obligaciones existentes producto de los daños ocasionados 
por actos violentos dirigidos en contra de la población civil, sin embargo se hace 
imperioso primero descubrir a través de la jurisprudencia emanada por el Consejo 
de Estado y conforme a lo preceptuado en el artículo 90 de la Constitución Política, 
dentro del marco del título de responsabilidad patrimonial, se indilga la culpa del 
Estado en razón al hecho dañoso y por ende la correspondiente indemnización a 
que dé lugar.  
 
 
Ahora bien, no todo daño debe repararse con dinero, el Estado bien podría hacer 
compensaciones distintas a entregar dinero, verbigracia; una familia desplazada a 
quien la guerrilla le incinero su casa, el Estado les podría reconstruir su vivienda y 
además suministrar los enceres necesarios para vivir dignamente, en relación con 
la objetividad del daño, hay casos donde las víctimas solo esperan una reparación 
simbólica, es decir, a través de la justicia restaurativa, el hecho de que el victimario 
le pida perdón a su víctima y que además éste cumpla una condena en razón al 
crimen que cometió. 
 
 
Para el Grupo Memoria Histórica (GMH) 2013, entre el período comprendido entre 
1958 y 2012, en Colombia en ocasión al conflicto armado ha causado la muerte a 
por lo menos 220.000 personas (niños, niñas, mujeres, hombres), cifra que salta los 
límites de cualquier cifra hasta ahora sugerida. So pena de su escalofriante 
dimensión, estos números son sólo aproximaciones que no denotan con claridad lo 
que sucedió a ciencia cierta en estos períodos de violencia en esos territorios, en 
razón al anonimato de la guerra y de la imposibilidad de reconocer a todas las 
víctimas de éste conflicto.  
   
   
Así mismo, partiendo de la premisa que conforme a la Constitución de 1991, el 
Estado colombiano se rige a partir de los principios que concierne a un Estado 
Social de Derecho, que concibe las directrices rectoras de la Declaración Universal 
de los Derechos Humanos (DUDH), sin embargo ha sufrido por más de cinco (5) 
décadas una violencia armada a lo largo y ancho de su territorio, permeado por 
actos de barbarie sostenidos por el Estado en contra de las organizaciones armadas 
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contrarias a la ley, masacres, y atentados terroristas en contra de municipios 
enteros, secuestros, extorsión, minas antipersonas, daños a bienes muebles e 
inmuebles privados y públicos, civiles, niños, niñas y mujeres muertos en acciones 
bélicas, asesinatos selectivos dirigidos contra sindicalistas, dirigentes políticos, 
simpatizantes de izquierda y ataques a poblaciones civiles; estados que generan 
además de inseguridad también grandes perjuicios a la población civil, que 
adicionado a la imposibilidad del Estado de implementar y desarrollar políticas de 
seguridad altamente suficientes para lograr así una indemnización integral a 
víctimas de éste conflicto dentro del concepto de responsabilidad extracontractual, 
temática que ha sido objeto de diferentes debates jurídicos por cuanto, se cuestiona 
la existencia o no de responsabilidad del Estado frente a los perjuicios ocasionados 
por el conflicto armado5. Según los informes sobre las masacres documentadas por 
el Grupo de Memoria Histórica del año 2013, revela los alcances de las modalidades 
de la violencia sufrida en razón al conflicto colombiano acontecido en los municipios 
de Segovia y Remedios/Antioquia, dejó en evidente las alianzas entre los grupos 
paramilitares6 con el gobierno de ése entonces7.  
 
 
Con base a lo anterior, se podría plantear la posibilidad de emplear la vía judicial 
como el mecanismo idóneo y quizás más expedito para que de algún modo las 
víctimas puedan ser reparadas en relación al daño causado bajo el título de la 
responsabilidad del Estado en razón a la falla del servicio, como resultado de los 
actos terroristas ocurridos en los municipios de Segovia y Remedios/Antioquia; en 
consecuencia, se tomara como fundamentos jurídicos las diferentes jurisprudencias 
emanadas por el Consejo de Estado a partir del año 1988 hasta el hogaño y además 
como argumento constitucional lo establecido en el artículo 90, que ocupa vital 
importancia dentro de este debate jurídico. 
 
 
Es así, y desde la óptica expuesta hasta aquí, que se formulara la pregunta 






                                               
5 GMH, Trujillo, 2008. 
6 GARCÍA-PEÑA. “El principal carácter diferenciador del paramilitarismo es su relación con el Estado. Para 
unos, el paramilitarismo es una política de terrorismo de Estado, mientras que para otros se trata de una 
respuesta a los abusos de la guerrilla de ciudadanos desamparados por la ausencia del Estado”. La relación 
del Estado colombiano con el fenómeno paramilitar: por el esclarecimiento histórico. 2005. p. 59.  
7 TRUJILLO, Op. cit., 
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FORMULACIÓN Y SUSTENTACIÓN DEL PROBLEMA 
 
 
¿Cuáles son las características jurisprudenciales concernientes a la 
responsabilidad del Estado por hechos terroristas ocurridos en Segovia y 
Remedios/Antioquia en el período comprendido entre 1982 hasta 1997? 
 
 
En aras de lograr responder a la pregunta problema, se proponen los 
siguientes interrogantes que llevaran a la solución de la misma: 
 
 
¿Cuáles son las características esenciales del título de la responsabilidad del 




¿Cuál ha sido el papel del Consejo de Estado fallando sentencias en 
responsabilidad extracontractual por actos terroristas? 
 
 




























Analizar el papel del Consejo de Estado al momento de dictar sentencias en materia 
de responsabilidad extracontractual por actos terroristas ocurridos en las 
municipalidades de Segovia y Remedios/Antioquia en el período comprendido de 






Determinar las características esenciales de la responsabilidad extracontractual del 
Estado por   los hechos terroristas ocurridos en los municipios de Segovia y 
Remedios/Antioquia, por la persecución y el exterminio de los líderes, movimientos 
y partidos de izquierda. 
  
 
Identificar las características jurisprudenciales concernientes a la responsabilidad 
extracontractual del Estado por hechos terroristas ocurridos en los municipios de 
Segovia y Remedios/Antioquia entre el período de 1983 – 1997. 
 
 
Analizar los regímenes de responsabilidad estatal existentes en Colombia en los 




















La justificación de ésta tesis es la de realizar una investigación que sirva de soporte 
para entender el conflicto armado en Colombia, especialmente de los hechos de 
violencia ocurridos en el Nordeste antioqueño, analizando desde el año de 1982, 
cuando surge una masacre en el territorio en comento y la responsabilidad del 
Estado en la perpetración de dichos actos terroristas dirigidos en contra de esa 
población civil, que afectó la vida en sociedad y así mismo se cometió crímenes de 
lesa humanidad pues al principio dichos actos de guerra iban dirigido en contra de 
la disidencia política de ése entonces. 
 
 
Este escenario de violencia tuvo ayuda del Ejército Nacional a las fuerzas armadas 
al margen de la ley, que escamoteaban el poder por medio de la violencia y el terror, 
responsables de desatar una progresión del terrorismo a partir de los años de 1982, 
en otros municipios y que para los días cuatro (4) y doce (12) de agosto de 1983, 
perpetraron en las zonas veredales de Manila y Cañaveral una de las más lúgubres 
de las masacres, bajo el pretexto de que la población de dichos territorios eran 
colaboradores de las guerrillas que se asentaban dentro de ésa jurisdicción. 
 
 
Sin embargo, la victoria de la Unión Patriótica (UP) en los comicios electorales en 
la región, no fue bien recibida por quienes por años habían ostentado grandes 
votaciones en la jurisdicción en comento, es así como se prepara un grupo armado 
de paramilitares bajo la orden de Fidel Castaño por disposición del Cacique Liberal 
César Pérez García, condenado por la Corte Suprema de Justicia por estos hechos, 
ocurridos el once (11) de noviembre de 1988, y bajo el pretexto de la derrota ordena 
una masacre sistemática y organizada en contra de los miembros y simpatizantes 
de la Unión Patriótica (UP). 
 
 
En razón a lo anterior el Estado debe responder bajo el título de la falla en el servicio 
y garantizar a la población del nordeste antioqueño la no repetición de más actos 
de barbaries como estos y además condenar a cada uno de los que participaron de 
éstas masacres, entre ellos militares, políticos, comerciantes, paramilitares ya 
desmovilizados y cada una de las personas que intervinieron directa e 
indirectamente en estos hechos terroristas.  
 
 
En ése orden de ideas, se deja entrever implicaciones malévolas que causan la 
estigmatización de las disidencias políticas que esquematizó la concomitancia entre 
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los grupos paramilitares y los poderes políticos locales y regionales, para de ésta 
manera convalidar sus acciones en contra de lo que era la fuerza política del 
nordeste antioqueño, relacionándolos como integrantes o simpatizantes de la 
guerrilla, aduciendo como pruebas de ello el espacio geográfico, debido a que las 
guerrillas del ELN y la FARC tenían asentamientos en ése territorio, generándose 
en razón a lo anterior las masacres de Segovia y Remedios/Antioquia, perpetradas 
entre el período de 1982 y 1997, lo que termina con el seguimiento y posterior 
aniquilación de los dirigentes de los partidos de izquierda bajo la omisión de un 
Estado permisivo y neutral, y un ejército que cohonesta la feroz disputa entre las 
fuerzas políticas locales de ése entonces en alianza con grupos paramilitares por el 
control electoral de ésos territorios soslayando los devastadores costos para la 

































3. MARCOS REFERENCIALES 
 
 
3.1. MARCO HISTÓRICO 
 
 
En las fechas del 4 y el 12 de agosto del año de 1983, aproximadamente 30 
miembros de un grupo paramilitar supeditado a las órdenes de Fidel Castaño 
perpetraron una masacre dirigida hacía campesinos y mineros pertenecientes de 
las veredas Cañaveral y Altos de Manila, en el municipio de Remedios (como se cita 
en rutasdelconficto.com). Se dice que las masacres ocurridas en los municipios de 
Segovia y Remedios del departamento de Antioquia se pudo evitar, de acuerdo a lo 
redactado en el siguiente artículo periodístico de revista Semana: 
 
 
Desde hace meses, se estaba anunciando una masacre por aquí. 
Ese grupo que se llama 'Muerte a Revolucionarios del Nordeste' ha 
pasado volantes debajo de las puertas, pintan las paredes 
amenazando. Desde hace como un año, dijeron que cualquier día 
habría una masacre, afirmó a la prensa un comerciante de la vecina 
población de Remedios, que no quiso identificarse. Pero no 
solamente Remedios, sino también Segovia, El Bagre y Zaragoza, 
todos ellos afines a la UP, se han visto inundados con las mismas 
hojas volantes. En ellas, se amenaza de muerte a dirigentes, 
militantes y activistas de izquierda de la región8.  
 
 
En investigaciones realizadas por el Director del Centro Nacional de Memoria 
Histórica, Gonzalo Sánchez Gómez, se ha podido establecer que entre el período 
comprendido de 1982 y 1997, en los municipios de Remedios y Segovia en el 
nordeste del departamento de Antioquia se han registrado las siguientes cifras: 
 
 
(…) 14 masacres y centenares de asesinatos selectivos. En este 
escenario de terror generalizado se ha podido documentar que al 
menos cuatro masacres forman parte de una escalada criminal 
dirigida contra activistas políticos, líderes sociales y defensores de 
derechos humanos. Estos hechos de violencia masiva contaron con 
la participación directa o indirecta de miembros de la fuerza pública, 
                                               
8 LA MASACRE DE SEGOVIA: En el cobarde ataque paramilitar a la población antioqueña, una vez más los 
civiles ponen los muertos. Diciembre 12 de 1988. www.revistasemana.com.co 
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en una combinación de guerra sucia y sectarismo político. Las 
masacres de Remedios y Segovia son emblemáticas de una 
violencia sistemática contra disidentes políticos, que se extendió a 
lo largo de casi dos décadas por todo el país, y que tiene en el 
exterminio de la Unión Patriótica (UP) la más funesta y reprochable 
de sus expresiones9. 
 
 
Los “(…) miembros de las Fuerzas Militares habrían entablado alianza 
directa con Fidel Castaño Gil, anunciándose como parte del recién creado 
grupo Muerte a Secuestradores (MAS) y en la Masacre de Segovia del 11 
de noviembre de 1988”10.  
 
 
La siguiente tabla exhibe el nombre de las autoridades políticas asesinadas 
en ocasión a los actos terroristas perpetrados en los municipios del alto 
Nordeste antioqueño, Remedios y Segovia en el período de 1982 – 1997. 
 
11 Tabla 1: tomada de: Centro Nacional de Memoria Histórica. Silenciar la democracia. Las masacres 
de Remedios y Segovia, 1982 - 1997. Prólogo, segunda edición. Bogotá: CNMH, p. 407, 2014. 
 
 
Los hechos terroristas perpetrados el 11 de noviembre de 1988, dentro del 
territorio de Segovia/Antioquia, fue una masacre dirigida de manera 
sistemática, programada y organizada, en contra de los dirigentes políticos 
                                               
9CENTRO NACIONAL DE MEMORIA HISTÓRICA. Op. cit., p. Prólogo. 
10 Ibíd., p. 26. 
11 Ibíd. Asesinatos selectivos: Autoridades Políticas, Remedios Y Segovia (1982- 1997), p. 407.  
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de los municipios en cuestión, elegidos con amplias votaciones y que hacían 
parte activa del partido disidente de la UP, a saber; Siete (7) concejales y la 
alcaldesa12. La masacre de Segovia, la persecución contra la disidencia 
política trascendió igualmente a cualquiera que tuviera una militancia 
notoria por los derechos humanos, de éste modo lo que se perseguía era el 
exterminio de cualquiera que apoyara la democracia y los derechos 
humanos o que tan solo estuviera en desacuerdo con la política 
predominante en esa época. 
 
 
La siguiente tabla exhibe los nombres de los sindicalistas asesinados en 
ocasión a las masacres de Remedios y Segovia en el período de 1982 – 
1997. 
 
13 Tabla 2: tomada de: Centro Nacional de Memoria Histórica. Silenciar la democracia. Las masacres 






En lo concerniente al tema de las masacres ocurridas entre los períodos de 1982 y 
1997 que tuvo como epicentro el Nordeste de Antioquia, se han desarrollado 
investigaciones como es; Silenciar la Democracia. Las Masacres de Remedios y 
Segovia, investigaciones realizadas por el Centro Nacional de Memoria Histórica, 
                                               
12 La Masacre de Segovia, Op. cit., Disponible en Revista semana.com 
13 CNMH, 2014, p, 404. 
24 
 
en el período comprendido de 2007 a 2013 y en el año 2014 sus competencias son 
asumidas por el Centro de Memoria Histórica (CMH), en condición de un nuevo 
establecimiento público que nace a raíz de la Ley 1448 de 2011 según lo estipula el 
artículo 14614, reglamentada por el Decreto Ley 4803 de 201115 y según lo reglado 
en el Decreto Ley 4158 de 201116. Respecto a la reparación a las víctimas en 
materia judicial en ocasión al conflicto armado interno en Colombia tiene como 
núcleo la Ley de Justicia y Paz, 975 de 200517. 
  
 
La investigación de ésta tesis se apoyó de igual manera en los pronunciamientos y 
sentencias del Consejo de Estado, a saber; en lo concerniente al régimen de la 
responsabilidad patrimonial por daño antijurídico en Fallo 19707 del siete (7) de julio 
2011, también en fallo emanado por la Sala de lo Contencioso Administrativo, 
Sección Tercera del Consejo de Estado, expediente No.17.303, sentencia del 25 de 
febrero de 2009, Magistrada Ponente, Ruth Stella Correa. Como base constitucional 
se toma el artículo 90 de la Constitución Política de 1991, asimismo la Corte 
Constitucional en sentencia T-364/15, citando una sentencia del Consejo de Estado 
en ocasión a la falla del servicio por omisión y negligencia al momento de tomar 
medidas para evitar o contrarrestar el acto terrorista. Tamayo, 2012, aborda el tema 
de la responsabilidad del Estado.  
 
 
Enterría y Fernández, 1989 aportan una tesis en relación a la responsabilidad del 
Estado en el entendido de que por falla anónima del servicio no se debe entender 
como una falta o falla humana, sino un comportamiento anormal del aparato estatal. 
(Corte Constitucional, sentencias C-619 de 2002 y C-918 de 2002). “Ante este 
panorama, la labor del GMH se fundamentó en la reconstrucción de la memoria y la 
verdad históricas de lo sucedido en el conflicto armado interno siguiendo criterios 




                                               
14 Congreso de la República. Ley 1448 del 10 de junio de 2011, por la cual se dictan medidas de atención, 
asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones. 
Bogotá: Diario Oficial (2011). 
15 Presidencia de la República. Decreto Ley 4803 del 20 de diciembre de 2011, por el cual se establece la 
estructura del Centro de Memoria Histórica. Bogotá: Diario Oficial (2011). 
16 Presidencia de la República. Decreto Ley 4158 del 3 de noviembre de 2011, por el cual se determina la 
adscripción del Centro de Memoria Histórica y se fijan otras disposiciones. Bogotá: Diario Oficial (2011). 
17 Congreso de la República. Ley 975 del 25 de julio de 2005, por la cual se dictan disposiciones para la 
reincorporación de miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera 
efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos humanitarios. Bogotá: 
Diario Oficial. (2005). 
18GRUPO DE MEMORIA HISTÓRICA, GMH. Op. cit., p. 28. 
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3.2. MARCO TEÓRICO 
 
 
El Estado de Colombia es Social y de Derecho, bajo el marco de los principios y 
valores del proteccionismo social, garantista de los derechos humanos, 
incorporándolos dentro del marco jurídico político en aras de la resolución de los 
conflictos19, ése mismo es el marco jurídico político propuesto en la Constitución de 
1991, mediante el cual se pretende regir la construcción de los valores que 
coadyuven las relaciones en sociedad, regido bajo los derechos fundamentales e 
inherentes de cada ser humano, a saber; el derecho a la vida, el predominio del 
interés general sobre el particular, solidaridad, respetando la protección de las 
riquezas culturales y naturales, constituyendo lo que se conoce como dignidad 
humana, como principio y derecho fundamental inherente de todo ser humano, y 
además de ser pivote de muchos derechos más, y la participación ciudadana como 
el derecho de todo ciudadano de participar en el poder público. 
 
 
Además de que los conflictos sociológicos que acarrean los actos terroristas al 
hogaño representan un reto para los más destacados juristas, puesto que para 
lograr una mayor comprensión y desarrollo de las propuestas de soluciones, es 
menester basarse en un marco jurídico general y unas normas de derecho social, 
asimismo como en los principios y valores que realzan el imperativo social en la 
Constitución de 1991 como también los consagrados en el ámbito del derecho 
internacional, bien sea en tratados o convenios ratificados por Colombia. Del mismo 
modo se determinará el grado de culpa del Estado colombiano en relación a los 
hechos terroristas acaecidos en los municipios de Segovia y Remedios/Antioquia, 
además de auscultar los diferentes títulos de responsabilidad del Estado por actos 
terroristas, que coadyuve a entender las distintas modalidades de culpa que se le 
puede atribuir al Estado en relación al conflicto armado y bajo que parámetros se le 
indilga la culpa para que así pueda generar la respectiva reparación a las víctimas 
teniendo en cuenta los daños materiales e inmateriales, mediante el desarrollo de 
teorías como son, la falla en el servicio, la teoría del riesgo excepcional y la teoría 
del daño especial desarrolladas por la jurisprudencia y la doctrina.  
 
 
Así las cosas, esta investigación de tesis de grado para optar el título de magister 
en Derecho Administrativo, radica en determinar las causas puntuales por las cuales 
el Estado colombiano resulta responsable extracontractualmente y los parámetros 
que exige la Ley y la jurisprudencia, y los distintos criterios que ha desarrollado el 
Consejo de Estado, en relación al ente estatal como generador de un daño y que 
                                               
19 VALENCIA HERNÁNDEZ, Javier. Gestión y ambiente. Universidad Nacional. 2012 
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por ende pone a las víctimas de frente al Estado en relación al acontecimiento de 
actos terroristas, y las distintas teorías que ha venido desarrollando el Consejo de 
Estado, a saber; daño especial, criterio objetivo, falla en el servicio: criterio subjetivo, 
y por ultimo riesgo excepcional. Y en ése sentido la prevalencia del contenido de la 
presente labor investigativa regida bajo los conceptos del Consejo de Estado.  
 
 
3.3. MARCO CONCEPTUAL 
 
  
A modo de aclaración preliminar, se define en ésta instancia algunos términos que 
son ejes centrales en el desarrollo de esta investigación. 
 
 




CONSTITUCIÓN: Según el artículo 4to de la Constitución Política de 1991 es norma 
de normas.  Para el Senado de la República es la máxima ley en Colombia.  “(...) es 
un conjunto de reglas que establece la forma en que debemos comportarnos todos 
los que vivimos en Colombia para que exista bienestar y podamos vivir en paz”21. 
 
 
DERECHOS FUNDAMENTALES: El concepto de derecho fundamental, es quizá el 
más importante de las Constituciones contemporáneas. Colombia acogió esta figura 
en la Constitución de 1991. Una definición sintética de estos derechos es la 
siguiente: son los derechos inherentes a la persona humana22. 
 
 
DERECHOS HUMANOS: Los derechos humanos son derechos inherentes a todos 
los seres humanos, sin distinción alguna de nacionalidad, lugar de residencia, sexo, 
origen nacional o étnico, color, religión, lengua, o cualquier otra condición. Todos 
tenemos los mismos derechos humanos, sin discriminación alguna. Estos derechos 
son interrelacionados, interdependientes e indivisibles23.  
 
 
                                               
20 Disponible en http:// http://www.monografias.com. 
21 Disponible en http://www.senado.gov.co. 
22 Disponible en http://docencia.udea.edu.co. 
23 Disponible en http://www.ohchr.org. 
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DESPLAZADO: En Colombia la palabra desplazado hace alusión a la situación 
forzosa la que se ve comprometida una persona en razón de proteger su vida por 
consecuencia de la guerra y de las amenazas recibidas por las organizaciones 
ilegales que por medio de las armas generan toda clases de torturas, muertes, 
secuestro, extorsión y el caso bajo estudio, masacres. 
 
 




NARCOTRÁFICO: Negocio ilegal que arraiga muerte, destrucción, familia 
destrozadas, violencia, y un sinnúmero de problemas sociales, donde se enriquecen 
los capos de las mafias mientras a su paso deja miles de muertes, su principal 
producto es la cocaína seguida de otras drogas, actualmente es los E.E.U.U., el que 
lidera un programa de lucha contra las drogas.  
 
 




3.4. MARCO LEGAL 
 
 
Es menester profundizar en el ámbito jurídico internacional, en atención a la 
moderna organización de la pirámide Kelseniana, en el entendido que el derecho 
internacional, es fuente imperativa y prevaleciente dentro de la legislación interna, 
asumiendo así el derecho interno, como armonía que se revela para la salvaguarda 
de los derechos fundamentales. Pero más importante tener como base sólida de 
esta investigación los preceptos constitucionales internos del Estado, tomando 
como norma sustancial la constitución política de Colombia de 1991 y las 
jurisprudencias que para el respectivo tema de esta investigación se ha emitido. 
 
 
3.4.1. CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA DE 1991. 
 
 
En la presente investigación se tomara como base jurídica los artículos del título II, 
que trata de los derechos, las garantías y los deberes enmarcados en el capítulo 1, 
de los derechos fundamentales de la constitución política de Colombia de 1991, 
debido a su importancia en la construcción argumentativa en lo concerniente a la 
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violación de derechos amparados por la norma de normas. Según este orden de 
ideas, la constitución prevé una protección, un amparo, un escudo para garantizarle 
a sus coasociados un orden público que coadyuve a la satisfacción de los demás 
derechos, es decir, que sus habitantes vivan tranquilos, vivan bien. 
 
 
Así mismo prevé unos mecanismos jurídicos para hacer efectivos sus derechos 
cuando estos se encuentren vulnerados o en estado de indefensión, además que 
de esta norma superior se desprenden la legitimidad del código penal, en el caso 
de surgir un régimen de justicia transicional es la misma constitución que le permite 
su existencia, en otros términos los bienes jurídicos intangibles de cada 
individuo.  Como bien es sabido, la ley suprema colombiana de 1991, es la máxima 
expresión del pueblo, que es su constituyente primario, por lo que no puede otro 
organismo expedir una norma que sea superior a esta o contraria.  
 
 
En las masacres de los municipios en estudio, se vulneraron toda clase de derechos 
que ampara la constitución política de 1991 y que por ende es responsabilidad del 
Estado responder por ello, cuando ha sido por su omisión o cuando un agente del 
Estado haya trasgredido las fundamentaciones jurídicas constitucionales, por eso 
es importante el estudio de los siguientes articulados constitucionales. 
 
 
3.4.1.1. Derechos fundamentales 
 
 
Artículos: 11, 12, 13, 15, 16, 17, 18, 20, 21, 22, 24, 25, 28, 29, 32 y 38.  
 
 
Artículo. 11. El derecho a la vida es inviolable. No habrá pena de muerte. 
 
 
Artículo 12. Nadie será sometido a desaparición forzada, a torturas ni a tratos o 
penas crueles, inhumanas o degradantes. 
Artículo 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma 
protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos. 
 
 
El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición 
económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta 




Artículo 15. Todas las personas tienen derecho a su intimidad personal y familiar y 
a su buen nombre, y el Estado debe respetarlos y hacerlos respetar. 
 
 
La correspondencia y demás formas de comunicación privada son inviolables. Sólo 
pueden ser interceptadas o registradas mediante orden judicial, en los casos y con 
las formalidades que establezca la ley. 
 
 
Artículo 16. Todas las personas tienen derecho al libre desarrollo de su personalidad 




Artículo 17. Se prohíben la esclavitud, la servidumbre y la trata de seres humanos 
en todas sus formas. 
 
 
Artículo 18. Se garantiza la libertad de conciencia. Nadie será molestado por razón 
de sus convicciones o creencias ni compelido a revelarlas ni obligado a actuar 
contra su conciencia. 
 
 
Artículo 20. Se garantiza a toda persona la libertad de expresar y difundir su 
pensamiento y opiniones, la de informar y recibir información veraz e imparcial, y la 
de fundar medios masivos de comunicación. 
 
 
Estos son libres y tienen responsabilidad social. Se garantiza el derecho a la 
rectificación en condiciones de equidad. No habrá censura. 
 
 




Artículo 22. La paz es un derecho y un deber de obligatorio cumplimiento. 
 
 
Artículo 25. El trabajo es un derecho y una obligación social y goza, en todas sus 
modalidades, de la especial protección del Estado. Toda persona tiene derecho a 
un trabajo en condiciones dignas y justas. 
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Artículo 28. Toda persona es libre.  Nadie puede ser molestado en su persona o 
familia, ni reducido a prisión o arresto, ni detenido. 
 
 




Artículo 32. El delincuente sorprendido en flagrancia podrá ser aprehendido y 
llevado ante el juez por cualquier persona.  
  
 
3.4.1.2. Derechos sociales, económicos y culturales 
 
 
Artículos: 42, 43, 44, 45, 46, 58 y 73. 
 
 
Artículo 42.  Desarrollado parcialmente por la Ley 25 de 1992. La familia es el núcleo 
fundamental de la sociedad.  
  
 
Artículo 43. La mujer y el hombre tienen iguales derechos y oportunidades. La mujer 
no podrá ser sometida a ninguna clase de discriminación.  
 
 
Artículo 44. Son derechos fundamentales de los niños: la vida, la integridad física, 
la salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, 
tener una familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la 
cultura, la recreación y la libre expresión de su opinión.  
Artículo 45. El adolescente tiene derecho a la protección y a la formación integral. 
 
 
Artículo 46. El Estado, la sociedad y la familia concurrirán para la protección y la 
asistencia de las personas de la tercera edad y promoverán su integración a la vida 
activa y comunitaria. 
 
 
Artículo 58. Modificado por el artículo 1, Acto Legislativo No. 01 de 1999. el nuevo 
texto es el siguiente: Se garantizan la propiedad privada y los demás derechos 
adquiridos con arreglo a las leyes civiles, los cuales no pueden ser desconocidos ni 






Se garantizan la propiedad privada y los demás derechos 
adquiridos con arreglo a las leyes civiles, los cuales no pueden ser 
desconocidos ni vulnerados por leyes posteriores. Cuando de la 
aplicación de una ley expedida por motivo de utilidad pública o 
interés social, resultaren en conflicto los derechos de los 
particulares con la necesidad por ella reconocida, el interés privado 
deberá ceder al interés público o social. Por motivos de utilidad 
pública o de interés social definidos por el legislador, podrá haber 
expropiación mediante sentencia judicial e indemnización previa. 
Esta se fijará consultando los intereses de la comunidad y del 
afectado. En los casos que determine el legislador, dicha 
expropiación podrá adelantarse por vía administrativa, sujeta a 




Artículo 73. La actividad periodística gozará de protección para garantizar su libertad 
e independencia profesional. 
 
 
3.4.1.3. Derechos colectivos y del ambiente 
 
 
Artículos: 78, 79, 80, 82. 
 
Artículo 78. La ley regulará el control de calidad de bienes y servicios ofrecidos y 
prestados a la comunidad, así como la información que debe suministrarse al 
público en su comercialización. 
 
 
Artículo 79. Todas las personas tienen derecho a gozar de un ambiente sano. La 




Artículo 80. El Estado planificará el manejo y aprovechamiento de los recursos 




Artículo 82. Es deber del Estado velar por la protección de la integridad del espacio 




Las entidades públicas participarán en la plusvalía que genere su acción urbanística 




3.4.2. CÓDIGO PENAL COLOMBIANO.  
 
 
3.4.2.1. Delitos contra la vida y la integridad personal 
 
 
Artículos: 101, 103, 111 y 122. 
 
 
Artículo 101. Genocidio. [Penas aumentadas por el artículo 14 de la ley 890 de 2004] 
El que con el propósito de destruir total o parcialmente un grupo nacional, étnico, 
racial, religioso o político [que actúe dentro del marco de la ley], por razón de su 
pertenencia al mismo, ocasionare la muerte de sus miembros. 
 
 
Artículo 103. Homicidio. [Penas aumentadas por el artículo 14 de la ley 890 de 2004, 
a partir del 1o. de enero de 2005] El que matare a otro, incurrirá en prisión de 
doscientos ocho (208) a cuatrocientos cincuenta (450) meses. 
 
 
Artículo 111. Lesiones. El que cause a otro daño en el cuerpo o en la salud, incurrirá 
en las sanciones establecidas en los artículos siguientes. 
 
 
Artículo 122. Aborto. [Penas aumentadas por el artículo 14 de la ley 890 de 2004] 
La mujer que causare su aborto o permitiere que otro se lo cause, incurrirá en prisión 
de dieciséis (16) a cincuenta y cuatro (54) meses. A la misma sanción estará sujeto 










Artículos: 135, 136, 137, 138, 139, 142, 144, 145, 146, 148, 149, 150, 151, 152,                                                       
                156 y 162 
 
 
3.4.2.3. Delitos Contra la Libertad Individual y otras Garantías. 
 
 
Artículos: 165, 168, 169, 178 y 182. 
 
  
3.4.2.4. Delitos Contra la Seguridad Pública. 
 
 
Artículos: 340, 341, 342,343, 345,346 y 349.  
 
 
3.4.2.5. Delitos contra el régimen legal y constitucional. 
 
 
Artículos: 467, 469 y 471.   
 
 
3.4.2.6. Tratados internacionales. 
 
 
Convención para la prevención y sanción del delito de genocidio. 
 
 
Convención Interamericana de Derechos Humanos. 
 
  
Pacto Internacional de los Derechos Económicos, sociales y culturales de Derechos 
Civiles y Políticos. 
 
 





Convención sobre los derechos de los niños. 
 
 
Protocolo internacional para la abolición de la pena de muerte.  
 
 
Prevención del desplazamiento forzado. 
 
 
Convención interamericana sobre desaparición forzada de personas.  
 
 
3.5. Otras Leyes 
 
 
Ley 28 de 1959. 
 
 
Ley 74 de 1968. 
 
 
Ley 16 de 1972. 
 
 
Ley 12 de 1991. 
 
 
Ley 297 de 1996. 
 
 
Ley 707 de 2001. 
 
 











Corte Constitucional, sentencia C-333 de 1996. 
 
 
Corte Constitucional, sentencia C-892 de 2001. 
 
 
Corte Constitucional, sentencia C-832 de 2001. 
 
 
Corte Constitucional, sentencia T-364/15. 
 
 
3.6.1. Consejo de Estado Sección Tercera 
 
 
Consejo De Estado Sala De Lo Contencioso Administrativo Sección Tercera 
Subsección C Consejero Ponente: Jaime Orlando Santofimio Gamboa. Bogotá, 
D.C., veintiocho (28) de enero de dos mil quince (2015). 
 
 
Consejo de Estado Fallo 19707 del siete (7) de julio 2011. 
Consejo de Estado, expediente 17.303, sentencia del 25 de febrero de 2009, M.P. 
Ruth Stella Correa. 
 
 



















4. DISEÑO METODOLOGICO. 
 
 
4.1. FORMA DE INVESTIGACIÓN 
 
 
La presente tesis se realizó bajo el marco de lo social y jurídico, debido a que se 
relacionará la normatividad positiva internacional y colombiana, con la realidad 
práctica y fáctica de la responsabilidad estatal frente a los actos terroristas y 
especialmente el papel frente a las víctimas de estos tipos de actos, analizando 




El estudio de caso, relacionado con la masacre de Remedios y Segovia Antioquia 
entre el período de 1982 y 1997; investiga los hechos terroristas ocurridos en los 
municipios en comento donde libró el exterminio de los disidentes que hacían parte 
de los partidos de izquierda. Por tal, la investigación es socio jurídico puesto que el 
carácter social y patológico que genera la acción, cuestiona el control jurídico como 
regulación del comportamiento del hombre en sociedad. 
 
  
4.2. TIPO DE INVESTIGACIÓN 
 
 
Además, será una investigación cualitativa-descriptiva, puesto que nos limitaremos 
al análisis de la información bibliográfica recolectada a través de las fuentes de 
información, sin modificación alguna de los resultados arrojados, tanto en la parte 
teórica como en el desarrollo del trabajo de campo, para la obtención de resultados 
sólidos con bases jurídicas, aplicables a la realidad cotidiana de las víctimas de los 






El método a utilizar será una combinación entre el método deductivo e inductivo; 
puesto que se parte de los estados generales como problemática social a lo 
particular para referirnos al caso de la masacre ocasionada entre el período de 1982 




El primero, para analizar las características generales de la responsabilidad 
extracontractual del Estado en ocasión a los actos terroristas ocurridos dentro del 
territorio nacional, partiendo de las diferentes hipótesis o conceptos dados por la 
jurisprudencia y doctrina nacional, y la segunda para determinar porcentajes de 
opiniones y pensamientos sobre temas específicos del tema de investigación 
tratados en el instrumento de recolección de información; además se utilizará el 
método inductivo para generalizar problemáticas y soluciones desde las 
particularidades de la población estudiada. 
 
  
4.4. TÉCNICAS DE RECOLECCIÓN DE INFORMACIÓN 
  
 
Las técnicas de recolección de información para el desarrollo de esta investigación 
se basan en las fuentes secundarias, de la cual partiremos de la normatividad y 
jurisprudencia vigente que traten el tema objeto de investigación a nivel nacional, 
realizando un breve estudio a nivel internacional de la literatura especializada sobre 




4.5. ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE LA INFORMACIÓN 
 
 
En esta investigación se empleó el método deductivo e inductivo en aras de analizar 
el papel del Consejo de Estado en materia jurisprudencial, es decir, se trabajó desde 
la base de las sentencias emitidas por esta Corporación en materia de 
responsabilidad extracontractual por hechos de terrorismos que perpetraron 
distintos grupos armados en las municipalidades de Segovia y Remedios/Antioquia 
entre el período de 1988 hasta 1997.  
 
 
Se determinó la responsabilidad extracontractual del Estado colombiano por los 
hechos terroristas ocurridos en los municipios de Segovia y Remedios Antioquia, 
acontecimientos que iniciaron después de la desmovilización de un brazo armado 
con ideologías políticas de las FARC-EP, dando origen a una de las épocas más 
oscura para Colombia toda vez que la dirigencia política del nordeste antioqueño 






Así mismo se identificó las características esenciales en materia jurisprudencial en 
lo concerniente a la responsabilidad extracontractual del Estado por los hechos 
terroristas acontecidos en los municipios de Segovia y Remedios/Antioquia entre el 
período de 1983 – 1997. 
 
 
Se analizó también los regímenes de responsabilidad estatal existentes en 







































5. LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO COLOMBIANO POR HECHOS 
TERRORISTAS OCURRIDOS EN EL NORDESTE ANTIOQUEÑO, 
AFECTANDO PRINCIPLAMENTE LA POBLACIÓN DE REMEDIOS Y 
SEGOVIA, EN EL PERÍODO DE 1982 Y 1997. 
 
 
En este escenario se inscriben los hechos ocurridos en los municipios de Segovia y 
Remedios/Antioquia, y sea del caso anotar qué en realidad fueron masacres 
sistematizadas, programadas y ejecutadas bajo la omisión de un Estado permisivo 
y neutral, las organizaciones armadas ilegales efectuaron las más lúgubres de las 
masacres ocurridas en Colombia en las zonas veredales de Cañaveral y Manila, 
efectuadas el día 4 y el 12 agosto de 1983, en Segovia el día 11 de noviembre de 
1988 y el día 22 de abril de 1996, seguida de la masacre en el área urbana de 
Remedios efectuada el 2 de agosto de 199724. 
 
 
En ése período de violencia armada en contra de la escisión política y de sus 
simpatizantes, quienes se hallaban en oposición al gobierno y sus políticas fueron 
asesinados, varios de ellos políticos y dirigentes de la militancia de izquierda, 
hechos “(…) que involucra la participación conjunta de miembros del Ejército 
Nacional de diverso rango y, de jefes y miembros de grupos paramilitares”25, y bajo 
ese mismo esquema poblaciones enteras se vieron afectadas por actos de violencia 
y con ello, miembros de distintas familias desaparecidas, tal caso sucedió en 




Ahora bien, dentro del marco Jurídico y Constitucional de un Estado como es 
Colombia, proclamado como un Estado Social de Derecho, las masacres de 
Remedios y Segovia constituyen evidentes contravenciones de los derechos 
humanos, políticos y civiles, por el hecho que se emplearon métodos de torturas de 
los más viles en el mundo, generando con ello una violencia abyecta, donde se ha 
expresado con más vehemencia el quebrantamiento de la norma constitucional, y 
las más “(…) graves violaciones a derechos fundamentales como la vida y la 
integridad personal que allí tuvieron lugar, nos confrontan con la cruda realidad de 
un escenario democrático sitiado por la guerra, un escenario aún irresuelto en el 
plano local y regional”26. 
                                               
24 CNMH. Op. cit., p. 28, 2014.  
25 COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS (CIDH) en el caso colectivo No. 11.227. 
26 CNMH, Op. cit., p. 26, 2014. 
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Es del caso anotar que en la década de los años ochenta (80), los municipios de 
Remedios y Segovia, contaban con una extensa usanza en materia de organización, 
asimismo de levantamiento social, debido a que para ése entonces se fortalecía la 
actividad minera. Se denotaba un ideal político para los distintos partidos de 
izquierda, visto ése entonces como una promesa en la renovación política, a 
contrario sensu, los líderes locales y regionales, considerados como los poderes 
políticos de ésa región apoyados en una falsa creencia que por existir presencia de 
los grupos guerrilleros como las FARC–EP y el ELN en ésa región, alimentaron la 
idea que las fuerzas disidentes estaban siendo apoyadas por estos grupos y que 
por ende constituían una amenaza potencial para sus fines27. Y de algún modo 
legitimaron la cruenta represión en contra de estos. 
  
 
Así mismo, tras los hechos ocurridos en los municipios de Remedios y Segovia, sus 
pobladores fueron sometidos a la más degradante de las masacres, configurándose 
así el más alto grado de violación en materia de derechos humanos, perpetradas 
por organizaciones armadas ilegales en colaboración y participación de las fuerzas 
militares, realizadas de manera sistemática y programadas, por lo que se infiere que 
existe por parte del Estado un nivel de responsabilidad singular, toda vez que con 
la realización de ello “(…) se habría quebrantado una de las misiones esenciales 




En materia de regímenes de responsabilidad, la Corporación del Consejo de Estado 
en fallos posteriores ha dicho que: 
 
 
“(…) en el sentido de expresar que el Estado no asume 
responsabilidad patrimonial alguna por este tipo de actos-incluidos 
dentro de las denominadas operaciones de guerra-, esta Sala se ha 
apartado de aquellas, al considerar que, dadas las circunstancias 
en que los mismos se producen, podrían resultar imputables a una 
acción u omisión de la administración, que bien pueden consistir en 
una falla del servicio, o en la exposición de algunas personas a un 
riesgo excepcional29.  
 
 
                                               
27ROMERO, Mauricio (2004). Democratización política y contra reforma paramilitar en Colombia. En Sánchez, 
GONZALO & LAIR, Eric. Violencias y estrategias colectivas en la región andina. Bogotá: Norma-IFEA, p. 340. 
28Corporación para la Defensa y la Promoción de los Derechos Humanos, 2006. 
29 Consejo de Estado, Sala Tercera, Sentencia 11585 de 10 de agosto de 2000. 
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Respecto a la jurisprudencia extranjera el tratadista español Ricardo Yaguez30 
(1973), propone una conclusión similar, aludiendo que bajo el criterio de 
responsabilidad el Estado no asume la obligación de reconocer su responsabilidad 
en ocasión a los daños que surgen por los actos terroristas y sin embargo, preexiste 
una normatividad que establece unos parámetros de indemnización en aras de 
restablecer los derechos vulnerados de las víctimas en ocasión a los actos 
terroristas en el marco de la socialización de los riesgos, en lo que concierne al 




El Consejo de Estado en lo concerniente al régimen de responsabilidad patrimonial 
del Estado de Colombia en razón a los daños antijurídicos, en Fallo del siete (7) de 
julio 2011, se pronunció en los siguientes términos: 
  
 
(…) Es evidente que la responsabilidad del Estado a partir de la 
Carta Política de 1991 se fundamenta en el artículo 90 del estatuto 
superior, el cual como lo ha venido sosteniendo en forma reiterada 
esta Sala, estableció sólo dos elementos de la responsabilidad, los 
cuales son: i) El daño antijurídico y, ii) la imputación del mismo a 
una autoridad en sentido lato o genérico. 31 
 
 
Ahora bien, tenemos que el primer componente constitutivo de la responsabilidad 
patrimonial estatal, que hace alusión a la creación del daño antijurídico se refleja de 
conformidad a lo preceptuado en el ya mencionado artículo 90 de la carta magna, 
que a resumidas cuentas el ente estatal es el protector de los derechos 
fundamentales, el encargado de asegurar las prerrogativas sociales, es por ello que 
se afirma que el Estado tiene la obligación de subsanar el daño que es derivado por 
el despliegue de sus acciones y con fundamento a que la víctima no está en la 
obligación de soportar. Sea del caso anotar que la responsabilidad patrimonial del 
Estado de Colombia procede de la consecuencia inmediata de la actuación de la 
administración y no de la acción del agente público que por su actuar origina el 
daño. "Esta figura tal y como está consagrada en la norma propuesta, comprende 
las teorías desarrolladas por el Consejo de Estado sobre responsabilidad 
extracontractual por falta o falla del servicio, daño especial o riesgo…". 
 
                                               
30 YAGUEZ, Ricardo De Ángel, tratado de responsabilidad civil. Madrid. Editorial Civitas. 1973. p. 511. 
31 El Consejo de Estado en lo concerniente al régimen de responsabilidad patrimonial del Estado por daño 
antijurídico en Fallo 19707 del siete (7) de julio 2011. 
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5.1. El Nexo causal en las decisiones administrativas del Estado al momento 
de dictar sentencia por actos terroristas y su aplicación en las masacres 




En los eventos donde existe responsabilidad del Estado por falla del servicio, en 
ocasión a los actos terroristas efectuados en el territorio nacional y cuando éste es 
perpetrado de manera directa por agentes del mismo Estado, es cuando se 
conjetura la falla del servicio, es decir, se presume uno de los supuestos, a saber; 
en relación al daño y la causalidad, evidentemente, existe la responsabilidad 
respectiva de la entidad estatal, es menester anotar que los factores más 
trascendentales para que suscita esta tesis es que se logre probar la 
responsabilidad de los agentes del Estado, para el Consejo de Estado, esta postura 
es adoptada para la explicación de todos aquellos casos donde se pretende implicar 
la responsabilidad del Estado. 
 
 
Ahora bien, diferente es el caso en otras responsabilidades del Estado por falla del 
servicio, tal como lo señala Tamayo, de la siguiente manera: 
 
 
“(…) en el evento de los daños producidos por las cosas o 
actividades peligrosas, ya no juega la falla o la conducta irregular 
de la administración, sino sólo el daño antijurídico (art. 90 de la C. 




En ése mismo orden de ideas y de conformidad a lo anterior, en los eventos en que 
se intenta explicar la responsabilidad que le asiste al ente estatal en ocasión al daño 
generado de manera directa por parte de un tercero que representa al Estado, es 
necesario no soslayar ciertos referentes a éstos postrimeros conceptos, bajo los 
parámetros de la legalidad y que dichos hechos no sean considerados como actos 
terroristas. Resulta entonces menester analizar cuidadosamente los diferentes 
contextos en que subsisten lo hechos, aplicado de esta forma en cada caso 
concreto, y así de esta manera establecer la responsabilidad o no indilgada al 
Estado del daño sufrido por las víctimas. 
 
 
                                               
32 TAMAYO JARAMILLO, Javier. La responsabilidad extracontractual del estado. Bogotá. D.C., 2012, p. 28. 
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Saavedra, expone que el título de responsabilidad en razón a la falla del servicio es 
el más pretérito, en los consecutivos conocimientos:  
 
 
La responsabilidad por falta o falla del servicio, hoy entendida como 
responsabilidad por funcionamiento anormal, o también como 
inactividad de la administración, ha sido el más antiguo y utilizado 
fundamento de la responsabilidad administrativa, al punto que ha 
constituido en los sistemas que siguen el modelo francés el régimen 
de derecho común en la materia, y fue la especie más importante 
de las desarrolladas por la jurisprudencia colombiana, al menos a 
partir de 196433. 
 
 
Sea necesario acotar que el título de la responsabilidad bajo el marco de la falla del 
servicio es el más usual en la normatividad colombiana, sin embargo no es el más 
pretérito, debido a que ha sido la responsabilidad patrimonial del Estado objetiva 
por expropiación, que inicialmente se aplicó en Colombia para responder 




En relación con el nexo causal, se advierte que so pena de que la dogmática lo exija 
para que se dé la configuración de la responsabilidad administrativa, ésta puede no 
estar presente, y sin embargo mediante decisión judicial los jueces ordenan la 
indemnización de perjuicios,  así como sucede en los eventos de omisión, en los 
que la persona del demandado no le asiste participación causal en la producción 
del resultado, so pena de lo cual y derivado por una serie de determinaciones 
jurídicas, se le hace responsable34.  
 
 
En materia administrativa, desde el punto de vista dogmático, sin que exista relación 
de causalidad que vincule el hecho dañoso a la administración pública no daría lugar 
a la responsabilidad patrimonial. So pena de lo anterior, la casuística supera ése 
presupuesto teórico, hallándose de esta manera que el Consejo de Estado, en 
mucha de su jurisprudencia ha resuelto la responsabilidad patrimonial que le asiste 
al Estado en casos donde no existe el nexo causal de la administración; verbigracia, 
                                               
33 SAAVEDRA BECERRA, Ramiro, La Responsabilidad Extracontractual de la Administración Pública, tercera 
reimpresión, Bogotá Colombia, Ediciones Jurídicas Gustavo Ibáñez, 2005, p.231 
34SERRANO ESCOBAR, Luis Guillermo, Tejada Ruíz, Claudia Patricia. La responsabilidad patrimonial del 
Estado. Ediciones Doctrina y Ley, 2014, p. 190. 
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la muerte de un menor dentro de un centro del Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar (I.C.B.F.). 
 
El artículo 90 de la Constitución Política, consagra a nivel constitucional el principio 
general de responsabilidad patrimonial que le asiste al Estado, manifestando de 
manera taxativa la exigencia de la imputación al Estado del daño sufrido por la 
víctima, como un elemento “nuevo” para la configuración de esta forma de 
responsabilidad. En ese orden de ideas, lo que resulta de dilucidar la relación y 
significación de dichos elementos y su articulación al momento de resolver la 
atribución del Estado en hechos dañosos padecidos por los coasociados. 
 
 
“Uno de los principales escollos para comprender adecuadamente 
la solución de nuestra jurisprudencia relativa a la responsabilidad 
estatal, lo encontramos en el juego de palabras que la doctrina 
“independentista” en afán a no parecerse al derecho civil, efectúa 
en lo referente al concepto falla anónima del servicio”35. 
 
 
De conformidad al fallo No. 17.303 de la calenda del 25 de febrero de 2009, 
emanado por la Sección Tercera, Sala encargada de los asuntos Contenciosos 
Administrativos, del Consejo de Estado, Magistrada Ponente, Dra. Ruth Stella 
Correa, señaló que:  
 
 
Es cierto que desde hace mucho tiempo la jurisprudencia de la 
corporación ha sostenido que la falla del servicio es anónima, para 
indicar que no se requiere establecer en el proceso quien fue el 
autor material del daño causado; pero esto no significa que no deba 
establecerse los hechos a partir de los cuales se pretende imputarle 
al mismo ese daño (…)36. 
 
 
Sin embargo, dentro del marco jurídico constitucional colombiano, señala, casi que 
de manera unilateral, que la responsabilidad estatal a diferencia de la civil, es que 
debe existir una falla anónima mientras que en la civil deben ser individualizados los 
agentes que en ocasión a sus hechos origina en el daño, sea del caso anotar que 
                                               
35 TAMAYO, Op. Cit, p. 96. 
36 Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera del Consejo de Estado, expediente 17.303, sentencia 
del 25 de febrero de 2009, M.P. Ruth Stella Correa. 
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debe entenderse por falla anónima del servicio no una falta o falla humana, sino un 
comportamiento anormal del aparato estatal37. 
 
 
De otro lado, no siempre la falla del servicio es anónima. Bien puede ser 
individualizada. Lo que se quiere afirmar, al igual que se afirma en la 
responsabilidad civil, es que si la falla del funcionario o dependiente existe, pero no 
se sabe quién la causo, el demandado de todas formas es responsable. Es claro 
que si un médico al servicio del Estado o de un particular interviene a un paciente 
de forma negligente, la falla jamás será anónima en la medida que no quepa duda 
de la identidad del médico tratante. En consecuencia, el concepto de falla anónima 
del servicio no es criterio válido para diferenciar la responsabilidad estatal de la civil, 
pues en una y otra responsabilidad, esa falta puede ser individualizada o anónima38.  
 
 
A corolario del aparte anterior, según el argumento, es necesario que para que haya 
lugar a la falla del servicio, es solamente que este haya funcionado mal, sin que sea 
indispensable atribuirle la responsabilidad de este mal funcionamiento a un 
funcionario determinado. Lo anormal, según esa teoría, es el servicio en general, 
más no el comportamiento de los agentes. Sin embargo, no siempre la falla del 
servicio es anónima. 
 
 
Conforme a lo establecido en el artículo 90 de la Carta Política “los 
elementos indispensables para imputar la responsabilidad al estado 
son: a) el daño antijurídico y b) la imputabilidad del Estado”. 
Sentencia de 21 de octubre de 1999, Exps.10948-11643. Es, pues 
“menester, que además de constatar la antijuridicidad del [daño], el 
juzgador elabore un juicio de imputabilidad que le permita encontrar 
un título jurídico distinto de la simple causalidad material que 
legitime la decisión; vale decir, ‘la imputatio juris’ además de la 
‘imputatio facti’. Sentencia de 13 de julio de 1993. En el precedente 
jurisprudencial constitucional se sostiene: “En efecto, el artículo de 
la Carta señala que para que el Estado deba responder, basta que 
exista un daño antijurídico que sea imputable a una autoridad 
pública. Por ello, como lo ha reiterado esta Corte, esta 
responsabilidad se configura siempre y cuando: i) ocurra un daño 
antijurídico o lesión, ii) éste sea imputable a la acción u omisión de 
                                               
37GARCIA DE ENTERRIA, Eduardo, y FERNANDEZ T. Curso de Derecho administrativo, vol. 2, parte general, 
7ª ed., Madrid, Edit. Tecnos, 1989, p. 389. 
38TAMAYO, 2012. Op. cit., p. 98-99. 
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un ente público”. Corte Constitucional, sentencias C-619 de 2002; 
C-918 de 200239. 
 
 
Según el anterior orden de ideas, si se llegaré a comprobar plenamente la 
participación de manera activa del Ejército nacional y de la policía en los hechos 
descritos en apartes anteriores, y la responsabilidad del Estado en estos actos, es 
menester, definir cuáles son los casos donde existe dicha responsabilidad, a tener 
en cuenta (…) “para que una persona pública pueda ser considerada responsable 
de algo, debe haberse producido ante todo una actuación que le sea imputable, es 
decir, una conducta de la cual esa persona pública haya sido autora”40. 
 
 
Toda acción administrativa concreta, si quiere tenerse la certeza de 
que realmente se trata de una acción administrativa, deberá ser 
examinada desde el punto de vista de su relación con el orden 
jurídico. Sólo en la medida en que pueda ser referida a un precepto 
jurídico o, partiendo del precepto jurídico, se pueda derivar de él, se 
manifiesta esa acción como función jurídica, como aplicación del 
derecho y, debido a la circunstancia de que ese precepto jurídico 
tiene que ser aplicado por un órgano administrativo, se muestra 
como acción administrativa. Si una acción que pretende 
presentarse como acción administrativa no puede ser legitimada por 
un precepto jurídico que prevé semejante acción, no podrá ser 
comprendida como acción del Estado.41 
 
 
Sin embargo, cuando el Estado mediante su actuar legítimo procede en relación a 
sus funciones fijadas en la ley y en la Constitución Política, puede en ocasiones 
generar un daño a algunos de los administrados, sin embargo está exento de 
responsabilidad en materia reparativa, toda vez que se considera actuar legítimo de 
la Administración, cumpliendo con los procedimientos exigidos por la misma ley y 
asimismo haciendo uso de sus facultades. Según lo anterior, existen dos aspectos 
necesarios para que se configure la responsabilidad patrimonial del Estado, el 
primero dice que tiene que existir el factor de culpa, ya sea objetiva o por riesgo, 
esto de manera excepcional. De manera que si el Estado o uno de sus agentes 
obran no conforme a la tesis del riesgo excepcional está obligado a reparar el daño 
a las víctimas, pues estas no estaban obligadas a resistir dicho daño; verbigracia, 
                                               
39 Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Tercera Subsección C Consejero Ponente: 
Jaime Orlando Santofimio Gamboa, Bogotá, D.C., veintiocho (28) de enero de dos mil quince (2015). 
40 RODRÍGUEZ, Luis, Derecho Administrativo General y Colombiano, Bogotá, Ed. Temis, 2005, p. 453. 
41 MERKL, Adolfo. Teoría general del derecho administrativo. México, Edinal, 1975, Págs. 212 y 213. 
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cuando uno de sus agentes en retaliación a la toma de la guerrilla a una población, 
el Ejército repele dicho ataques y logra el control del orden público; sin embargo, en 
esa confrontación surge que uno de sus agentes o miembros someten a las mujeres 
a actos sexuales abusivos, o a maltrato físico, ya estaríamos en frente de una 
responsabilidad estatal.  
 
 
5.2. La falla del servicio originaria de la teoría clásica del derecho 
administrativo de Francia, instituida en Colombia y su posible 




La falla de servicio en el marco jurídico colombiano y proveniente de la Teoría 
Clásica del Derecho Administrativo Francés, de manera sustancial responsabiliza al 
Estado por sus actuaciones irregulares, pero también, cuando por no actuar en 
razón a sus funciones originan un daño. Para Saavedra, la teoría clásica de 
responsabilidad del Estado de origen francés, ha concebido este tipo de 
responsabilidad en razón a que la administración es garante de las actuaciones de 
las entidades públicas y de los perjuicios que surjan con ocasión de la actuación de 
éstas mismas, con fundamento que no están exenta de caer en error y que por 
consiguiente es la obligación del Estado indemnizar cuando en razón de lo anterior 
se materialice un daño a los soberanos del Estado42. El profesor español, Yaguez43, 
plantea que para el pago de la indemnización derivada por actos terroristas en 
Francia, fue necesario la creación de una entidad que garantizara un capital 
destinado a apoyar a las víctimas bajo el marco que ya existía una entidad 
encargada de acumular un capital para socorrer a las víctimas en accidente de 
tránsito, y éste a su vez es financiado mediante el cobro de un impuesto inmerso en 
las contratos de seguro que protege a los bienes privados. Así mismo, el 
resarcimiento se confiere a cualquiera que sea la procedencia o país de origen, sólo 
por el simple hecho de sufrir de las consecuencias directas de un acto de terrorismo 
en territorio del Estado francés incluyendo también a sus nacionales radicados en 
el exterior, inscritos en las agencias del consulado. 
 
 
En ese sentido, es menester anotar que, la responsabilidad atribuida al Estado bajo 
la noción de falla del servicio, en Colombia, se conoce en la actualidad como 
responsabilidad del Estado por funcionamiento irregular o anormal, es asimismo 
entendida como desidia de la administración. 
                                               
42 SAAVEDRA, 2005, Op. Cit, p. 231. 
43 YAGUEZ, Ricardo De Ángel, Op. cit., P. 512-313 
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Sin embargo, para que dé lugar a la indemnización administrativa en ocasión a la 
falla del servicio, es menester probar su responsabilidad, es decir, implica que quien 
detenta la culpa es sujeto activo de la acción, en éste caso la administración, 
mientras que a quien se le origina el daño es quien debe necesariamente demostrar 
que la administración actúo de manera irregular o ilegal44. Es por ello que es 
indispensable en materia de responsabilidad administrativa demostrar que ha sido 
el ente estatal el responsable en ocasión a la falla del servicio del daño antijurídico, 
en este sentido se entiende que el Estado, es responsable patrimonialmente en el 
momento en que se ve obligado a resarcir el daño que origina. 
 
 
El término de daño es una noción previa al derecho, tomado del lenguaje común, 
entendido, a saber; como detrimento, magulladuras, deterioros. La noción de la 
palabra daño se muestra dentro de esta perspectiva fuertemente extensa y hace 
alusión de modo universal a cualquier clase de perjuicio padecido por un individuo.  
 
 
5.3. Intervención de la fiscalía en las investigaciones respecto de las 
masacres ocurridas en las zonas veredales de Segovia y Remedios al 
Nordeste del departamento de Antioquia. 
 
 
A partir de los datos recopilados por los estudios investigativos realizados por el 
CNMH, de ésta masacre ocurrida en los corregimientos de Cañaveral y Altos de 
Manila del municipio de Remedios/Antioquia, arrojó como resultado graves 
violaciones a los Derecho Humanos, entre estas violaciones se hallaron pruebas de 
asesinatos realizados de manera extrajudicial, persecución, acceso carnal violento 
y desplazamiento45 de poblaciones con uso de la fuerza. 
 
 
La Unidad Nacional de Fiscalías de Derechos Humanos haciendo ejercicio de las 
facultades legales consignadas por mandato constitucional, inició en la calenda del 
treinta (30) del mes de abril de 1996, la investigación penal en contra del señor John 
Jairo Luna Cogollo y ordenó la vinculación mediante indagatoria dentro de la 
investigación al capitán Rodrigo Cañas Forero, miembros de la Compañía 
                                               
44PAILLET, Michel. La responsabilidad administrativa, traducción y estudio introductorio, Jesús María Carillo 
Ballesteros, Universidad Externad de Colombia, Bogotá, 2001, p.44. 
45 “Los desplazamientos forzados ocurren generalmente en las zonas veredales, generándose en principio un 
éxodo hacia las cabeceras municipales, de tal suerte que pequeños municipios del país, registran crecimientos 
inusitados de población”. Bello, 2003. El desplazamiento forzado en Colombia: acumulación de capital y 
exclusión social. p. 4.  
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Bomboná, a quienes se les ordenó detención en centro carcelario, denegándole 
beneficio de cumplir su detención en lugar distinto a la prisión (Fiscalía 1996).  
 
 
Para la calenda del Trece (13) del mes de junio del año 1996, la misma Fiscalía 
reconoció la colisión de competencia suscitada por el juzgador 126 quien le 
correspondía la jurisdicción especial de Instrucción Penal Militar, corporación que 
con antelación promovió iniciando indagación preliminar y había escuchado en 
indagatoria al capitán Cañas Forero el 26 de mayo del mismo año, luego entonces 
le correspondió decidir el Consejo Superior de la Judicatura, en cabeza de su sala 
de Disciplina quien falló otorgándole la razón del conocimiento a la Fiscalía.  
 
 
En la calenda del día 24 de diciembre del año de 1996, la Unidad para los Derechos 
Humanos46 cesó de manera parcial la investigación, respecto de los endilgados, a 
saber; Luna Cogollo y Cañas Forero, y para el día del siete (7) de febrero del año 
siguiente mediante resolución, la debida acusación de manera formal y dentro de 
los parámetros legales, dio continuación a la correspondiente investigación de 
conformidad a los hechos materias de investigación y la participación de otros 
autores. Luego entonces, el Consejo de Estado en su sabía providencia indicó que 
existió daños inmateriales, daño a la vida en relación, y daños materiales, y aprobó 
el acuerdo conciliatorio alcanzado por las partes en cuanto a los montos 
















                                               
46 SCHLENKER & ITURRALDE “Los derechos humanos son los valores políticos hegemónicos de nuestro 
tiempo, gozan de una inusual aceptación en todo el globo y parecen haber ganado las batallas ideológicas.”. El 
uso de los derechos humanos por parte de los actores armados en Colombia. Análisis político n˚ 56, Bogotá, 





6. REGÍMENES DE RESPONSABILIDAD APLICADOS EN COLOMBIA, EN 
RELACIÓN AL DAÑO ESPECIAL Y RIESGO EXCEPCIONAL EN MATERIA 
EXTRACONTRACTUAL POR ACTOS TERRORISTAS OCURRIDOS EN 
SEGOVIA Y REMEDIOS ANTIOQUIA DURANTE EL PERÍODO 1982-1997. 
 
 
Para el doctrinante Alessandri, el tema de la responsabilidad patrimonial del Estado 
en materia extracontractual es la “(…) que proviene de un hecho ilícito intencional o 
no que ha inferido injuria o daño a la persona o propiedad de otro”47. Por lo que ha 
simple inferencia se observa que, son los mismos terroristas los responsables de 
resarcir el daño causado a las víctimas que sin tener injerencias en el conflicto 
armado fueron involucrados en éste. Ahora bien, el concepto de la responsabilidad 
del Estado de manera extracontractual aplicada en Colombia es de estirpe 
jurisprudencial, pues como se anotó en acápites anteriores, el legislativo del año de 
1991 no delimitó en el marco del articulado 90 constitucional los alcances en materia 
de responsabilidad extracontractual del Estado, lo que ha venido el Consejo de 
Estado por medio de la jurisprudencia ampliando su órbita jurídica del principio de 
responsabilidad estatal. Pero desde un principio fue la Corte Suprema de Justicia, 
que tomo como eje jurídico los artículos desde el 2347 al 2349 de la Ley 57 de 1887 
(Código Civil), que tratan de la responsabilidad indirecta, sustentada en la culpa in 
eligendo y culpa in vigilando, posteriormente le dio aplicación a la teoría de la 
responsabilidad directa del artículo 2341 del mismo estatuto, donde no hay 
presunción de culpa de la administración, sino que el agente y el Estado conforman 
el mismo sujeto. 
 
 
Hay eventos, en los que se ha indemnizado el perjuicio moral cuando se ha 
producido la destrucción de inmuebles como consecuencia de la insurgencia a 
objetivos oficiales, pero no por la destrucción en sí misma, sino por el 
desplazamiento que ocasionan estos ataques, que implican cambios en las 
condiciones de vida de las víctimas. Y sobre este particular el Consejo de Estado 
mediante jurisprudencia ha admitido que: 
 
 
“(…) la indemnización de daños morales por la perdidas de bienes 
materiales, lo cierto es que en este caso, más que por la pérdida 
material del inmueble en sí mismo considerado, los demandantes 
                                               
47 Alessandri, A. De la Responsabilidad Extracontractual en el Derecho Civil - De la Responsabilidad 
Extracontractual en el Derecho Civil Chileno. p. 42 
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reclaman la indemnización por el dolor moral que les causa 
abandonar el sitio que era su hogar, su entorno, donde aprendieron 
y practicaron su idiosincrasia, en pocas palabras, lo que reclaman 
es la indemnización moral por las pérdidas de sus condiciones de 
vida. También está acreditado que los demás demandantes 
también sufrieron un perjuicio como consecuencia del daño al 
inmueble al que se viene haciendo referencia, dado que conforman 
la familia de la señora (…), con ella vivían en el inmueble y también 
debieron forzosamente abandonarlo en ocasión a los ataques a que 
se viene haciendo referencia. (…) En consecuencia, considera la 
Sala que se vieron forzadas a desplazarse dentro del mismo 
municipio de Cravo Norte, como consecuencia de la destrucción 
total de su casa y de los riesgos que corrían por vivir en 
inmediaciones de la estación de policía de ese municipio, que era 
constantemente blanco de los ataques de los grupos guerrilleros, 
por las medidas adoptadas por los agentes de policía que prestaban 




Según lo anterior, el Consejo de Estado, en aras de indemnizar a las víctimas de 
dicho desplazamiento lo hace en razón a los daños morales que comportan bajo la 
configuración del desplazamiento forzado49 el despojo del lugar donde los afectados 
vivían, más no por el bien inmueble, en otras palabras, se indemniza el daño 
intrínseco que trae el desprendimiento del lugar donde se arraiga la idiosincrasia de 
los individuos sometidos al despojo de sus tierras. 
 
 
6.1. El Daño antijurídico en Colombia y su enmarcación normativa a partir 
de la Constitución Política de 1991.  
 
 
La Constitución Política de 1991, so pena de que en el artículo Noventa (90) que 
origina la responsabilidad del Estado, el (…) “constituyente de 1991 no definió el 
alcance de la noción del “daño antijurídico” en el texto de la Constitución, para saber 
a qué hacía referencia al consagrarlo como cimiento base de la responsabilidad 
                                               
48 SERRANO. Op. cit, págs. 132-133. 
49 “La atención del desplazamiento requiere de políticas públicas adecuadas, fundadas en una concepción de 
integralidad de los derechos humanos, de protección al más débil y de fortalecimiento de las instituciones 
democráticas. Tiene el Estado, y con él los gobiernos, una gran responsabilidad para atender el fenómeno del 
desplazamiento y, a pesar de los esfuerzos realizados en los últimos años, hay que señalar que su respuesta 
es aún insuficiente, débil y en algunos casos incoherente”. Nieto. La guerra interna y el desplazamiento forzado. 
Desplazamiento Forzado. Dinámicas de Guerra, Exclusión y Desarraigo, Bogotá, 2004. p. 42.  
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patrimonial del Estado”50. Se puede entonces afirmar que, en algunas 
circunstancias, el Estado, así no actúe ilícita o culposamente, tiene la obligación de 
indemnizar los perjuicios que cause, pues el daño es antijurídico en la medida en 
que el Estado no tenía el derecho de causarlo y, consecuentemente, la víctima no 
tenía la obligación de soportarlo51. En ese orden de ideas se puede afirmar que, en 
tanto el Estado no cause un daño especial, no origine un riesgo excepcional o 
recaiga sobre el la responsabilidad la realización de “una falla en el servicio, es 




Para Tamayo, el daño antijurídico preceptuado en el articulado 90 de la Constitución 
colombiana, considera que en lo referente a la “(…) nueva doctrina del daño 
antijurídico, basta observar que la doctrina y la jurisprudencia nacionales, hasta 
ahora por lo menos, no han ensanchado el campo de la responsabilidad objetiva 




6.2. La reparación administrativa a las víctimas del conflicto armado 
colombiano en ocasión a los actos terroristas perpetrados en el 
Nordeste de Antioquia en la jurisdicción de Remedios y Segovia durante 
el período 1982-1997. 
 
 
En el marco jurídico colombiano, está estipulado ciertas normas de índole 
administrativa y judicial con lo que se pretende el resarcimiento integral de las 
víctimas en Colombia por el conflicto armado, asimismo para los miembros de las 
familias de las víctimas. En lo concerniente a la indemnización administrativa, la ley 
ha señalado unos valores pecuniarios y cuyos criterios para su distribución y los 
montos están estipulados juntos con el debido procedimiento establecido en la ley 
administrativa de reparación, ley 1448 de 2011 y en su decretos reglamentarios, en 
aras de efecto de mejorar la entrega de los dineros indemnizatorios 
correspondientes a quienes acrediten la calidad de víctimas directas y a sus 
familiares. En el caso de la reparación judicial se pretende la condena penal en el 
caso de ser individualizado el victimario y con ello la reparación civil por parte del 
patrimonio del condenado.  
                                               
50 GIL BOTERO, Enrique. Temas de responsabilidad extracontractual del estado. 3ra edición. Comlibros. 
Bogotá. D.C., 2006. p. 186. 
51TAMAYO. Op. cit, p. 58. 
52TAMAYO. Op. cit, p. 59. 
53 Ibíd. p. 63. 
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6.3. Actuaciones judiciales, penales y contencioso administrativas del 
Estado en materia de reparación a las víctimas del conflicto armado en 
Colombia, en ocasión a la masacre ocurrida en los municipios de 
Segovia y Remedios/Antioquia. 
 
 
En la calenda del ocho (8) agosto del año de 1983, el (…) “Juzgado Promiscuo 
Municipal de Remedios inició la investigación, que fue continuada por el Juzgado 
Diecisiete de Instrucción Criminal Ambulante de Antioquia. El 20 de octubre de ese 
año las diligencias fueron enviadas a los juzgados superiores, y éstas le 
correspondieron por reparto al Juzgado Cuarto Superior, que avocó el conocimiento 
en el mismo mes”54.  Y en razón a las pruebas recolectadas, el Juzgado de 
Instrucción Criminal vinculó al proceso al capitán del Ejército Jorge Eliécer Valbuena 
Barriga, quien en su momento rindió indagatoria en la calenda del 14 de noviembre 
de la misma anualidad, y con fundamento en las pruebas obrantes dentro del 
expediente, el juez de la causa estimó pertinente y de conformidad a le ley, dictar 
medida de aseguramiento consistente en detención preventiva en centro carcelario 
el día 12 de enero de 1984 sin beneficio de excarcelación por tres clases de delito, 
a saber; homicidio, tentativa de homicidio y hurto calificado. Es menester anotar que 
para el día 28 de enero de 1984, el Comandante de la Cuarta Brigada promovió 
ante el Tribunal Disciplinario de Bogotá, colisión de competencia, que a su vez le 
otorgó el conocimiento del asunto al Comandante de la Cuarta Brigada, asignada 
así el conocimiento al Juzgado 50 de Instrucción Penal Militar55. Así las cosas, y en 
conocimiento del Juzgado 50 de Instrucción Penal Militar, del proceso en comento, 
se ordenó la vinculación de mandos altos de la Institución Militar, entre éstos, el 
capitán Valbuena Barriga, el teniente del Ejército Ramiro Pastas Tufino y varios sub 
oficiales adscritos al Batallón Bomboná, indilgados por delitos como; homicidio 
múltiple agravado y tentativa de homicidio, entre otros. Y para el adiado del 30 de 
abril de 1997, el Juez Militar de conocimiento decidió decretar cesamiento de 
procedimiento de todo lo actuado a favor de todos los vinculados y en contra de las 
víctimas de ésta masacre, y a su vez dicha decisión fue confirmada por el Tribunal 
Superior Militar en la calenda del 25 de marzo de 1998. 
 
 
Para la fecha del 15 de mayo de 2013, la Corte Suprema Justicia, condenó a Cesar 
Pérez García, cacique liberal antioqueño, a treinta (30) años de cárcel en calidad de 
determinador de la masacre perpetrada por integrantes del MRN (Muerte a 
Revolucionarios del Nordeste), ocurrida un viernes 11 de noviembre de 1988 en el 
municipio de Segovia/Antioquia, de esta masacre se tiene 43 personas muertas y 
                                               




otras 34 heridas, so pena de que la responsabilidad de estos actos terroristas fue 
atribuida de manera directa al grupo paramilitar, MRN, al igual que durante la 
investigación que se adelantó en referencia a esta masacre siguieron indicios serios 
de que hubo participación de miembros de la policía de ése municipio con 
intervención del Ejército quienes cumplían la tarea de velar por la seguridad56 de la 
población. Ahora bien, en el evento en que los actos terroristas sean cometidos por 
estos grupos armados y que surja en ocasión a ellos un combate frente a frente 
entre estos y la fuerza pública en razón de defender a la población, las operaciones 
son de guerra. Asimismo sucede cuando por cuestiones de prevención con 
antelación a un combate armado, el Estado genera daño a los particulares, lo que 
se podría aplicar de manera eventual la responsabilidad por daño especial. En este 
evento donde la población estaba ocupada por guerrilleros y por otro lado por 
grupos paramilitares y también el Estado hacía presencia, no se puede afirmar que 
siempre las actividades de las tropas estén ajenas a la responsabilidad de sus actos, 
y aun en los eventos en que los daños ocurran en sitios de guerra la responsabilidad 
estatal subsistirá, más aun cuando estos hechos fueron perpetrados con la ayuda 
de las fuerzas públicas. Según lo anterior, se reitera que el daño fue causado por 
los miembros de la fuerza pública, de manera intencional, estos son, el Ejército 
nacional y los elementos de la policía que se hallaban en la zona para proteger a la 
población de Segovia, es claro que aquí el problema no se trata de una presunción 
de culpa, toda vez que se tiene por aceptado que los agentes de la fuerza pública 
auxiliaron a los grupos paramilitares para llevar a cabo esta masacre que enluto al 
departamento de Antioquia, en especial al municipio de Segovia. 
 
 
En el estudio investigativo que realizó el Grupo de Memoria Histórica, documenta 
de manera investigativa las masacres que sujetos armados pertenecientes a 
organizaciones armadas ilegales, ejecutaron en los municipios de Remedios y 
Segovia en los años de 1983-1997, así mismo justifica de forma minuciosa las 
consecuencias de éstos actos terroristas perpetrados en el día 11 de noviembre de 
1988, desarrollada dentro de un vínculo de actuares delictivos, éstas zonas del 
Nordeste de Antioquia en relación a varios años, las cuales fueron ejecutadas en el 
marco de alianzas de grupos paramilitares, líderes gubernamentales, comerciantes, 
ganaderos e integrantes del ejército.  
  
  
A mediados de los años 80 del siglo pasado, en el marco de uno de los fallidos 
intentos de negociación política del conflicto armado con las FARC y otras 
                                               
56 “Para nadie es un secreto que las problemáticas de convivencia y seguridad ciudadana se han convertido en 
un reglón fundamental en las agendas de los gobiernos locales, desplazando de los primeros lugares temas 
como la pobreza y el desempleo”. Acero, 2005. La seguridad ciudadana una responsabilidad de los gobiernos 
locales en Colombia. p. 136.  
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organizaciones insurgentes de la época, se crearon organizaciones políticas, a 
través de las cuales se buscaba allanar el camino para la futura participación política 
de las guerrillas desmovilizadas57. 
 
 
De modo y en consonancia a lo anterior, nacieron lo que se conoció como grupos 
políticos, entre ellos la Unión Patriótica, el Frente Popular y A Luchar, y luego se 
hicieron parte de otros partidos de izquierda que existían, a saber; el MOIR y el 
Partido Comunista Colombiano, para luego disputar por el medio electoral las 
contiendas políticas en aras de conquistar el poder político tradicional, conquistando 
zonas campesinas, en el caso bajo estudio, la zona Nordeste de Antioquia, que era 
el fuerte electoral de Cesar Pérez, cacique liberal de ésa época, condenado hoy en 
día por las masacres de Remedios y Segovia. Éstas masacres es la realidad de una 
sociedad corrompida por el poder político, sesgada por el odio e incitada por el 
discurso de la violencia, camuflado por responsables que niegan la paz y conciben 
la violencia como la forma más expedita para obtener el dominio de zonas, lo que 
se hizo en los municipios en comento fue una masacre selectiva de personas que 
apoyaban los partidos que nacieron de la izquierda y además de los simpatizantes 




De la misma forma en que se ha tratado de explicar los hechos ocurridos en los 
municipios descritos y de los alcances de esta violencia se busca, profundizar en el 
análisis bajo el marco de la responsabilidad patrimonial del Estado, en lo 
concerniente a las disposiciones jurisprudenciales marcadas por la Constitución del 
91, donde se señala más exactamente en su artículo 90, pero no se limita la 
responsabilidad estatal en respuesta a las consecuencias de los actos terroristas, 
sea del caso anotar que Colombia se rige bajo unos parámetros de proteccionismo, 
casi imposibles de cumplir debido a la neblina de la corrupción inmersa en todos los 
sectores públicos, a saber; el Ejército Nacional y la Policía, afirmando lo anterior en 
respuesta a las investigaciones que ahondan esta tesis. 
 
 
Desde la perspectiva doctrinal y académica, en Colombia no es de desconocimiento 
los horrores que trae como consecuencia la guerra, la violencia, y más aún cuando 
en Colombia este flagelo ha perdurado por más de 52 años, una lucha armada entre 
dos ejércitos que se proclaman ellos mismos Ejércitos del Pueblo y que solo uno de 
ellos es aprobado por la Constitución nacional y que el otro se levantó en armas en 
busca del poder so pretexto de acabar con la corrupción del gobierno y sin embargo 
                                               
57 CNMH, Op. cit., 2014 
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ahora son parte negativa en el desarrollo económico del campo y el atraso 
agroindustrial para el país y como pretexto para acabar con esta insurgencia se 
crearon las denominadas autodefensas; responsables del desangramiento de 
poblaciones enteras, apoyados ambos bandos por políticos que buscan en ellos un 
fortín electoral, claro ejemplo de esta barbarie ha sido las masacres perpetradas en 
el nordeste antioqueño, caso bajo estudio, la muestra más fehaciente de esta 
absurda guerra que ha dejado daños materiales e inmateriales.  
 
 
Para Jean Paul, VÁSQUEZ GÓMEZ, las tipologías del perjuicio inmaterial, la sala 
plena de la Sección 3ª del Máximo Tribunal Contencioso Administrativo, 
RECONOCE ÚNICAMENTE: i) El perjuicio moral; ii) Los daños a bienes 
constitucionales y convencionales; y iii) El daño a la salud (también llamado perjuicio 


























                                               
58 VÁSQUEZ GÓMEZ, Jean Paul, “La Constitucionalización del Juez Administrativo en Colombia”, p. 87. Bogotá, 





7. EXISTENCIA DE CULPA DEL ESTADO EN OCASIÓN DE LA MASACRE 
OCURRIDA EN SEGOVIA Y REMEDIOS/ANTIOQUIA EN RELACIÓN A LA 
FALLA DEL SERVICIO. 
 
 
Al hablar de los daños originados con ocasión a los atentados terroristas, éstos 
involucran a los individuos de la población quienes sufren el atentado, a los 
miembros de seguridad del Estado que guardan protección a los ciudadanos, a los 
familiares de los ciudadanos y de la fuerza pública, a las personas inadvertidas y a 
los propietarios y poseedores de inmuebles cercanos al hecho terrorista.  
 
 
La doctrina y la jurisprudencia han entendido que, la responsabilidad objetiva, 
conocida también como presunción de responsabilidad, el demandado, en este 
evento el Estado, no simplemente le basta probar que hubo exoneración de culpa, 
sino por el contrario establecer cuál fue la causa del daño, es decir, en este caso 
donde los miembros de la fuerza pública coadyuvaron a los paramilitares con el fin 
de perpetrar crímenes de lesa humanidad y 30 años después la Corte Suprema 
condena del ex – representante a la cámara Cesar Pérez, por el partido liberal. Así 
las cosas, el Consejo de Estado en diferentes jurisprudencias, ha establecido dos 
criterios conforme a la atribución de la responsabilidad patrimonial del Estado 
cuando se presentan; la falla del servicio y el riesgo excepcional, sin embargo no se 
puede soslayar que existen situaciones que implican actos terroristas, al respecto 
el Consejo de Estado en virtud a lo que estipula el régimen del daño especial, en 
sentencias falladas por éste honorable cuerpo colegiado, y en razón a la falla del 
servicio ha manifestado la responsabilidad del Estado por omisión de la 
administración en ocasión a los llamados realizados por cualquier individuo o la 
comunidad, en relación con situaciones que requieren de la intervención del Estado 
para contrarrestar la amenaza frente a un acto de terrorismo, ése mismo evento en 
que la comunidad de Segovia pidió al Estado de su protección pues un día antes de 
la masacre en el municipio por debajo de las puertas se dejaron volantes 
amenazadores, así como bien se puede ver en el siguiente artículo periodístico de 
la revista semana, acotando que para el mes de marzo, asesinaron en la ciudad de 
Medellín al que fue el primer acalde popular electo del municipio de Remedios, y 
pusieron a circular un volante aduciendo que daban un parte de victoria en su labor 
de limpieza social con la consigna de que le habían dado inicio por la muerte de: 
 
 
(…) Elkin de Jesús Martínez, alcalde electo de la UP para 
Remedios, sus vínculos con las FARC y demás grupos guerrilleros 
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que han mantenido en zozobra al pueblo del nordeste antioqueño, 
han provocado de nuestro movimiento, un accionar concreto y 
decidido, en aras de poner fin a los planes expansionistas del 
comunismo encabezado por las FARC-UP en esta rica y próspera 
región del país". Firmaba el documento, el grupo MRN ("Muerte a 
Revolucionarios del Nordeste")59.  
 
 
Frente a esta situación la cual se pudo prever la amenaza y evitar el inminente 
atentado terrorista en razón a la ideología política, el Estado no desplegó el equipo 
de seguridad en éste caso el de la fuerza pública, Ejército, Policía Nacional, en 
razón a la prevención requerida para conjurar las posibilidades de este ataque 
armado y que dejó como resultado 40 civiles muertos y más de 40 heridos. Las 
víctimas de estos atentados terroristas, que como resultado causo daños morales, 
materiales debido a la situación cometida por actores de esta índole, desconocidos 
e insubordinados al orden jurídico, su reparación se convierte en una remota 
posibilidad, además de que existen serios indicios de la participación de estos 
hechos con apoyo de la fuerza pública; y por tal razón, la responsabilidad de 
reparación es atribuida al Estado. 
 
 
Segmentación a partir de dos tesis extremas, una afirmativa y otra negativa. La 
primera afirmativa, es que la responsabilidad del Estado subsiste mientras que la 
otra lo niega; quien lo afirma halla un fundamento teórico en la idea basada en la 
jurisprudencia y el articulo que aparece en el libro “Fundamentos filosóficos de la 
responsabilidad civil extracontractual60” editado por la Universidad externado de 
Colombia y que manifiesta, que las víctimas del terrorismo sufren un daño especial, 
que rompe frente a ellos la igualdad en las cargas públicas. La imposición de los 
actos terroristas a las víctimas, se traduce en una vulneración de los derechos 
humanos, donde se vulneró también el derecho a la solidaridad con las víctimas, 
por lo que el Estado debería reparar el daño. 
 
 
Ahora bien, en el caso de Segovia, donde se pudo documentar que existió 
participación de miembros de la fuerza pública, y en el siguiente artículo periodístico 
refleja lo que aconteció ése 11 de noviembre de 1988, así: 
 
 
                                               
59 Disponible en: http://www.semana.com/nacion/articulo/la-masacre-de-segovia/11089-3 
60 Gil Botero, Op. cit., p. 189. 
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A las pocas horas de conocida la tragedia de Segovia, la pregunta que se 
hacían los colombianos giraba en torno a dónde demonios y qué demonios 
estaban haciendo la Policía y el Ejército cuando se produjo el ataque. Existen 
numerosos testimonios según los cuales, durante la hora y media de sangre 
y fuego, no se vio un uniformado en cuadras a la redonda. Y se sabe que ni 
el puesto de Policía ni el Batallón Bomboná, a poca distancia del lugar, fueron 
blanco del ataque.  
 
 
Lo anterior no hace más que alimentar las sospechas -que en casos como el 
de las matanzas de Urabá se han demostrado- de que por acción u omisión, 
las autoridades militares de algunas regiones del país estarían auspiciando 
las actividades de los grupos paramilitares, empeñados en una especie de 
"guerra santa" contra todo lo que huela a izquierda. Si estas inquietudes no 
se aclaran, cobrarán fuerza interrogantes como los planteados hace pocas 
semanas por parlamentarios de la UP en un debate a varios ministros, en los 
cuales se le preguntó al gobierno por qué, si como el propio ministro de 
Gobierno, César Gaviria, lo afirmó, se han detectado más de 14 grupos 
paramilitares, el gobierno no ha hecho nada para desmontarlos o, cuando 
menos, combatirlos61.  
 
 
M’Causlan62, se opone a la posibilidad de aplicar la tesis del daño especial a la 
responsabilidad del Estado derivada por actos terroristas y la cual la argumenta en 
tres premisas, y defiende la responsabilidad del Estado, a saber; conforme a la 
aplicación de esta tesis se justifica solo en relación en los eventos en los que el 
daño haya surgido en ocasión a las funciones del Estado, es decir, originado de 
manera directa por el Estado. Por lo tanto, no es viable por ninguna razón la 
imputación de responsabilidad al Estado por actos que no originó. Es menester no 
confundir la solidaridad con la responsabilidad, pues mientras que el objetivo de la 
responsabilidad intrínsecamente implica la reparación de daños por quienes los han 
causado, en cambio la solidaridad es el deber atribuido al Estado, en su calidad de 




                                               
61LA MASACRE DE SEGOVIA: En el cobarde ataque paramilitar a la población antioqueña, una vez más los 
civiles ponen los muertos. Revista, Semana. 
62 M'CAUSLAND SÁNCHEZ, María Cecilia (2008). Tipología y reparación del daño no patrimonial. Situación en 
Iberoamérica y en la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Bogotá: Universidad 
Externado de Colombia. 
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El mismo autor defiende, que toda imputación de responsabilidad atribuida al Estado 
requiere hacerse solo a quien haya originado un daño. La causalidad sería una 
exigencia sine qua non para la responsabilidad. Por lo tanto, solo podrá endilgarse 
la responsabilidad al Estado por actos de terrorismo, cuando, de alguna manera, 
éste haya sido el originador del daño. Ahora bien, M’Causlan y Lopera exponen un 
segundo argumento, fundado en un análisis ordenado de la Jurisprudencia del 
Consejo de Estado intrínsecamente ligado con el tema de la responsabilidad estatal 
derivado de actos terroristas, en ese orden de ideas, es menester hacer dos 
anotaciones, la primera es como responsabilidad del Estado por la falla del servicio 
y la segunda es la creación de un riesgo excepcional. Entonces, el problema 
radicaría cuando estén ausentes los elementos de estos dos títulos de imputación. 
Ningún caso de esta índole permite imputar al Estado responsabilidad jurídica por 
daños causados, la tesis afirmativa es implausible e impracticable; además, el 
Estado no tendría capacidad financiera para repararlos. 
 
 
Para el Consejo de Estado, se puede aplicar la tesis de riesgo excepcional, en el 
evento de los ataques perpetrados en contra de los elementos típicos del Estado, 
en este orden de ideas, son los  funcionarios  estratégicos del mismo, lo cual pone 
al particular en una posición de riesgo originado de forma consecuente por el Estado 
que se hace excepcional y que en caso de realizarse y producir un daño, de alguna 
manera sobrepasa los parámetros bajo los cuales están instituido el principio de 
igualdad en la Constitución Política de 1991, frente a las cargas públicas, es el caso 
de los individuos de un territorio o lugar justo en el momento en que se perpetra un 
ataque,  situación que también se da frente al grupo de habitantes aledaños a la 
zona o lugar donde ocurren los hechos. So pena de que la constitución establece 
que el Estado tiene el deber de resarcir los daños antijurídicos que le sean 
imputables. La antijuridicidad no predica de la conducta del Estado, sino del daño, 
de tal manera que la responsabilidad jurídica es atribuida al Estado al ser imputada 
en derivación de actos terroristas, no en calidad de autor, sino en carácter de 
garante de la reparación de daños antijurídicos en la sociedad.  
 
 
En ese sentido Gil Botero y M’Causlan en referencia a sus planteamientos en lo que 
se refiere a las imputaciones atribuidas al Estado en ocasión a los actos terroristas 
son controvertido en los principios de Igualdad de Botero y la Solidaridad de 
M’Causlan, concerniente a la solidaridad como un papel transcendental en cualquier 






7.1.  La responsabilidad del Estado colombiano por actos terroristas 
(Comparación con el Derecho Francés en materia de reparación a las 
víctimas de ataques terroristas). 
 
 
En el Estado Francés los regímenes de responsabilidad son, a saber; la falla del 
servicio, el denominado principio de igualdad frente a las cargas públicas, y la teoría 
del riesgo. La primera de ella ya explicada en apartes anteriores. Tamayo63, 
considera que en el Estado Francés no se encuentra estipulado el régimen de 
responsabilidad del Estado en lo concerniente a los actos terroristas, sino que por 
el contrario están creando unos sistemas que persiguen la indemnización 
argumentadas en principios de solidaridad social,  fundamentado el autor en el 
criterio de una obra francesa de Rougen Vabille, en la cual expresa: 
 
 
Es decir, la responsabilidad en Francia respecto del poder público no debe verse 
comprometido, ni bajo el marco de la falta, como tampoco dentro el marco de la 
igualdad en lo atinente a las cargas públicas, cuando no sea el caso de una ley que 
instituya cierto sistema específico indemnizatorio en razón a las consecuencias de 




(…) “en ausencia de una disposición legislativa que brinde derecho 
a la indemnización, la responsabilidad del Estado no podría 
comprometerse por ese hecho” (p. 94). 
 
 
No obstante el análisis expuesto en el acápite que antecede, no se debe soslayar 
que en circunstancias como las que sufrió los municipios de Segovia y 
Remedios/Antioquia, la barbarie de la guerra, donde sus habitantes fueron 
sometidos a graves violaciones de los derechos humanos y en su máxima expresión 
a la perturbación del orden público, y conforme se escuchó de las víctimas de éstos 
municipios (investigaciones periodísticas revista semana, 1988), hubo injerencia de 
la fuerza pública y política en estas masacres, violando así la obligación que tiene 
el Estado de diligencia, vigilancia y preservación del orden en cabeza de las 
autoridades que es de carácter imperativo, especialmente en el nordeste 
antioqueño, epicentro de estos hechos terroristas, que cuando la fecha de los 
ataques estaba en las zonas militares anexados al Batallón Bombona en Segovia, 
adscrito a la XIV Brigada con sede en Puerto Berrío y los miembros de la policía 
                                               
63 TAMAYO, Op. cit., p. 67 
62 
 
que se encontraban en los lugares de los hechos, que según las investigaciones 
que reposan en acápites anteriores se encontraban en la zona, porque si bien es 
cierto que en la guerra irregular cualquier institución o dependencia pública está en 
constante peligro, no es menos cierto que es inminente un acto terrorista en las 
instalaciones militares o de policía, que como sucedió en los municipios citados, 
ninguna de estas instalaciones fueron afectadas y tampoco reaccionaron para 
repeler dicho ataque. Ahora bien, el ataque paramilitar que destruyó decenas de 
casas y dejó como saldo “(…) 43 personas asesinadas y heridas 45. Se realizó con 
el fin de eliminar a los militantes de la Unión Patriótica que habían ganado las 
elecciones de marzo de 1988”64 lo que constituyó una falla del servicio totalmente 
inexcusable. Aunque no sólo se evidenció una falla del servicio también hubo 
culpabilidad del Estado debido a que existió participación de la fuerza pública en 
estas masacres y peor aún años después se volvieron a repetir más asesinatos.  
 
 
En el Nordeste Antioqueño, las comunidades de las veredas han sido 
víctimas de tres incursiones paramilitares en los años 2000, 2001 y 2003 con 
un saldo de 33 personas muertas, 10 viviendas incineradas y un sinnúmero 
de desplazados: baste decir que, en la actualidad, en las 50 veredas del 
Nordeste quedan 2.500 personas, lo que representa el 20% de las que vivían 
allí hace tan sólo tres años. El 40% de esta cifra corresponde a niños, las 




Por todo lo anterior es posible considerar que en este caso los daños originados por 
los actos terroristas que dieron lugar a las masacres de Segovia y 
Remedios/Antioquia son imputables al Estado en razón de la omisión que dio lugar 
a los hechos perpetrados por los grupos armados en las fechas connotadas con 
anterioridad. Cabe decir que éste conflicto armado subsiste desde hace más de 
cincuenta (50) años y que trae como consecuencia de ello el riesgo inevitable de la 
no reparación de los daños surgidos en ocasión de actos terroristas; corolario de lo 
anterior, a manera de reflexión, surge un interrogante, después del siguiente 
planteamiento, a saber; Colombia por más de seis décadas enfrenta un conflicto 
armado y aunado a ello problemas de narcotráfico, grupos paramilitares y las 
guerrillas, entonces, ¿es posible pensar que en Colombia sea posible evitar tales 
acciones y si no fuere el caso, el pago de indemnización a todas las víctimas de 
éste conflicto en razón a la falla del servicio? 
 
                                               
64 La realidad sitiada: informe final de la Acción Humanitaria al nordeste antioqueño (24-29 de febrero de 2004). 
Bogotá, Abril 14 del 2004. 
65  Tomado de: http://www.prensarural.org/cahucopana/nordeste20040414.htm 
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Para responder el anterior interrogante, tenemos que en Colombia, la elaboración 
de las normas jurídicas por el legislador en la búsqueda de una vida mejor, 
sostenible y con calidad; donde se pretende un régimen de responsabilidad 
patrimonial que pueda reparar de manera significativa los daños causados a los 
coasociados en ocasión a la guerra, se tiene como primicia que es indiscutiblemente 
la seguridad de los individuos del Estado por parte de la fuerza pública, aspecto 
vulnerable que viven los ciudadanos y en el caso de los municipios de Remedios y 
Segovia/Antioquia, se vieron las más altas vulneraciones de los derechos humanos. 
En esos municipios se cometieron actos de barbarie, haciendo útiles a los miembros 
de la fuerza pública no como mecanismos con que cuenta el país para contrarrestar 
hechos como esos, sino para hacer parte de ellos en calidad de víctimarios. 
 
 
Ahora bien, ha sido muy retardado el proceso penal, en su conjunto, en el sentido 
que ha sido hasta saboteado y moroso a las víctimas en materia de investigar, 
imputar y condenar a los partícipes de éstos hechos contra la población de Segovia 
y Remedios, pues en razón a la pena en Colombia es individual y además no se ha 
visto el pago indemnizatorio por parte del Estado a las víctimas de estás masacres, 
lo que ha tenido fuertes incidencias en conseguir la satisfacción oportuna e 
inmediata del derecho de las víctimas consagradas en la ley 1448 de 2011, a la 
justicia, a la verdad y a la reparación. Sin embargo, la tesis anterior de la misma 
manera que cuenta con quienes la defienden, también tiene sus detractores, lo que 
se persigue entonces es abordar los regímenes de responsabilidad del Estado que 
han sido creados jurisprudencialmente, pues como ya se dejó dicho en acápites 
anteriores, el constituyente de 1991 no lo delimitó en el artículo 90 de la Constitución 
Política y lo que pretende el Consejo de Estado es lograr cierta posición desde la 
perspectiva jurídica que argumentada de forma fundada consienta el resarcimiento 
integral a las víctimas del conflicto armado en aras de desarrollar los criterios 
esgrimidos en lo concerniente a la responsabilidad del Estado por actos terroristas. 
 
 
En acápites anteriores se evidencia como las víctimas de las masacres de los 
municipios de Segovia y Remedios del departamento de Antioquia, han tenido que 
esperar por más de veinticinco (25) años para que en cierto grado les fueran 
restituido esos derechos y por ende satisfechos, pero para la inmensa mayoría no 
han visto reflejado el actuar de la justicia66 en favor a la atención de sus derechos 
vulnerados.  
 
                                               
66 “La capacidad del sistema de administración de justicia para resolver los conflictos entre los ciudadanos es 
muy baja. Según el Instituto ser de Investigación, en 1994 la tasa de impunidad era del 97%, mientras los jueces 
penales producían solamente 15 sentencias por año”. Escobar. El Estado Colombiano en los Noventa: Entre la 
Legitimidad y la Eficiencia. 1998. p. 3.  
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7.2. Aplicación de la tesis de daño especial para actos terroristas en los 




La Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) ha sostenido, que “una 
demora prolongada constituye en principio, por sí misma, una violación a las 
garantías judiciales”. Es menester reiterar que la jurisprudencia de la CIDH, ha 
señalado que existe una conexión intrínseca entre el derecho a la reparación, el 
derecho a la verdad y a la justicia, manifestando en repetidas oportunidades que las 
víctimas tienen el derecho a conocer lo que sucedió, conocer los agentes participes 
y determinadores de los hechos, conocer la ubicación de los restos de sus 
familiares, así mismo les asiste el derecho a estar informados de la investigación de 
los hechos respectivos y la sanción impuestas a los responsables o la que ameriten, 
todo lo anterior, hace parte integral de la reparación de las víctimas instituido en el 
ámbito jurídico colombiano y constituye además un derecho que el Estado debe 
satisfacer a cabalidad, por así decirlo, a las víctimas, a sus familiares y a la sociedad 
de manera individual y bajo el concepto de un todo. 
 
 
Sin embargo, contrario de lo anterior, ha sido largo el tiempo que ha transcurrido y 
con ello se ha convertido en serias incidencias al derecho que la sociedad tiene de 
saber lo que pasó en un caso de graves y masivas violaciones de derechos 
humanos, igualmente, en la satisfacción del derecho a garantías de no repetición, 
en hechos ocurridos en el Nordeste Antioqueño en el lapso de 1982 y 1997. 
 
 
La jurisprudencia del Consejo de Estado en lo concerniente al daño especial y al 
riesgo excepcional derivados por actos terroristas, entiende su aplicación en la 
responsabilidad del Estado por estos hechos, sin embargo es confusa, y carece de 
claridad, pues se aplica el principio de igualdad frente a las cargas públicas para 
entenderlo mejor. La Corte Constitucional en sentencia T-364/15, citando una 
sentencia del Consejo de Estado en ocasión a la falla del servicio por omisión y 
negligencia al momento de tomar medidas para evitar o contrarrestar el acto 
terrorista ha dicho lo siguiente: 
 
 
(…) La responsabilidad se deriva de la teoría de la responsabilidad 
por daño especial que, fundados en principios de equidad, 
solidaridad e igualdad de los ciudadanos ante las cargas públicas, 
es deber de la administración responder patrimonialmente por los 
daños causados de sus actividades legitimas en defensa de sus 
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instituciones, es decir, cuando hay un atentado contra una esfera 
representativa del Estado como por ejemplo, un objetivo militar o un 
funcionario. (Bogotá D.C., junio 12 de 2015). 
 
 
En ese orden de ideas, el afectado sufrió un daño especial y a la vez fue sometido 
a un riesgo excepcional que sobrepasa el límite de lo legal y por ende existe 
responsabilidad del Estado so pena a que se está frente el ejercicio de una diligencia 
lícita y no interviene culpa o responsabilidad del Estado. 
 
 
Es así como el Consejo de Estado ha fallado en diferentes casos con base en la 
tesis del daño especial cuando en su lugar se debería de aplicar la tesis del riesgo 




7.3.  Garantías de no repetición en Colombia: inobservada en los municipios 
de Segovia y Remedios/Antioquia.  
 
 
En el municipio de Segovia/Antioquia, en la fecha del 22 de abril de 1996, el Estado 
colombiano, vulneró el derecho de garantías de no repetición en este escenario de 
conflicto armado en el nordeste antioqueño, pues ahí, en Segovia, se repitió el 
mismo modus operandi de los hechos ocurridos en 1988 y en el que se hacía 
explícita la configuración de un patrón de violaciones de derechos humanos, las 
autoridades judiciales no habían todavía sancionado a ninguno de los autores de la 
masacre del 11 de noviembre de 1988. Es por ello que la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos ha sido reiterativa en señalar que la impunidad de los actos 
terroristas propicia la repetición de estos hechos, y por ende la impunidad de estas 
violaciones de derechos humanos en estos municipios olvidados por el Estado y por 
consiguiente deja en total indefensión a las víctimas y a sus familiares. 
 
 




Las Garantías de No Repetición son consideradas tanto una de las 
formas de reparación a las víctimas como uno de los principios 
generales de responsabilidad internacional de los Estados. Dichas 
garantías a diferencia de las medidas de restitución, 
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indemnización, rehabilitación y satisfacción se encuentran 
dirigidas a la sociedad con el propósito que no se repitan la 
vulneración de los derechos de las víctimas, así como eliminar y 
superar las causas estructurales de la violación masiva a los 
derechos humanos y/o al derecho internacional humanitario al 
interior de la sociedad. Las garantías de no repetición comprenden 
dos dimensiones: una preventiva y otra reparadora67. 
 
 
Así mismo, en lo concerniente a los delitos sancionados hasta la presente y 
referente a las figuras de autoría empleadas en aras de esclarecer lo acontecido en 
el municipio de Segovia/Antioquia, el CNMH68 considera, en primer lugar, que si 
bien es cierto que son de una gran importancia las sanciones impuestas a los 
miembros de la fuerza pública por el delito de terrorismo, la línea jurisprudencial que 
emplea el Consejo de Estado en materia de responsabilidad Estatal en ocasión a 
los actos terroristas que se cometen dentro del territorio nacional y atribuidos a los 
actores armados, guerrilla o paramilitares, no ha habido sentencia donde se 
condene el mismo Estado por la complicidad del Ejército nacional en estos hechos 
y de la policía nacional,  verbigracia; se observa en muchos casos que ante 
situaciones semejantes en un primer fallo se emplea la tesis del riesgo excepcional, 
en otro la tesis del daño especial, y los argumentos utilizados en estos fallos 
basados en el régimen de responsabilidad del Estado no repercuten de manera 
especial en razón a las víctimas.  
 
 
Además, la Corte Constitucional ha referido que: 
 
 
La (…) “responsabilidad patrimonial del Estado se presenta 
entonces como un mecanismo de protección de los administrados 
frente al aumento de la actividad del poder público, el cual puede 
ocasionar daños, que son resultado normal y legítimo de la propia 
actividad pública, al margen de cualquier conducta culposa o ilícita 
de las autoridades, por lo cual se requiere una mayor garantía 
jurídica a la órbita patrimonial de los particulares. Por ello el actual 
régimen constitucional establece entonces la obligación jurídica a 
cargo del Estado de responder por los perjuicios antijurídicos que 
hayan sido cometidos por la acción u omisión de las autoridades 
públicas, lo cual implica que una vez causado el perjuicio 
                                               
67 Disponible en http://www.unidadvictima.gov.co 
68 CNMH, Op. cit., 2012. 
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antijurídico y éste sea imputable al Estado, se origina un traslado 
patrimonial del Estado al patrimonio de la víctima por medio del 
deber de indemnización”. Corte Constitucional, Sentencia C-333 de 
1996. Postura que fue seguida en la sentencia C-892 de 2001, 
considerándose que el artículo 90 de la Carta Política “consagra 
también un régimen único de responsabilidad, a la manera de una 
cláusula general, que comprende todos los daños antijurídicos 




Sin embargo y a contrario sensu de lo anterior, existen casos donde el Consejo de 
Estado ha eximido de responsabilidad al Estado so pena que en casos similares 
exhorto la responsabilidad del Estado, en consecuencia de lo anterior se pretende 
establecer un marco teórico que logre distinguir entre los regímenes de 
responsabilidad estatal citados en acápites anteriores y señalados por el Consejo 
de Estado en aras de delimitar la presencia de responsabilidad del Estado o de la 
inexistencia de ella con el objetivo de establecer bajo qué argumentos la alta 
corporación ha dirimido ciertos hechos violatorios a los derechos humanos al 
momento de fallar, partiendo de las tres tesis ya citadas, a saber; la de falla del 
servicio, riesgo excepcional y daño especial, de forma equidistante tratar de sentar 
un precedente critico al respecto pero comedido y cimentado bajo argumentos 
jurídicos, haciendo especial énfasis en las jurisprudencias del Consejo de Estado a 
partir del año 2000. 
 
 
En consideración al esfuerzo realizado por la Fiscalía y los jueces de la jurisdicción 
penal ordinaria en aras de tener la competencia sobre la investigación de estos 
actos terroristas donde existe la participación de la fuerza pública, queda el 
descontento de no conocer de dichos casos en razón a la competencia que le otorga 
la ley para el conocimiento de los hechos, por ende la imposibilidad de la justicia 
ordinaria para conocer de los delitos respecto de estos miembros de las fuerzas 
militares y de policía en estas masacres, que afectó de gran modo la posibilidad de 
esclarecer lo sucedido en los municipios de Segovia y Remedios/Antioquia, para 
que de esta manera se pudiera garantizar de forma idónea los derechos que les 
asiste a las víctimas a la justicia y a la reparación.  
 
 
Según el anterior orden de ideas, lo que realmente ha torpedeado el camino para 
que las víctimas tengan el conocimiento de la verdad y su respectiva reparación en 
                                               
69 Sentencia C-892 de 2001. 
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ocasión a los actos terroristas ocurridos en los municipios de Segovia y 
Remedios/Antioquia, ha sido las colisiones de competencia promovidas por la 
jurisdicción penal militar, soslayando las violaciones de los derechos humanos 
efectuados por miembros de la fuerza pública, lo que ha impedido conocer de las 
conductas desplegadas por los grupos armados al margen de la ley y que habrían 
sido apoyados por el Ejército Nacional y bajo la omisión de los activos de la policía 
que estando en el lugar de los hechos no repelieron el ataque, en estos hechos las 
víctimas fueron sometidas a los más degradantes vejámenes y que claramente 
configuran graves violaciones de derechos humanos, en este caso, un serio y real 
obstáculo para el cumplimiento por parte del Estado de sus obligaciones nacionales 
e internacionales en relación con esos derechos. 
 
 
A lo anterior se suma que, en razón del extenso tiempo que perduró el proceso 
penal, muchos de los delitos inicialmente investigados y correspondientemente 
imputados a sus autores, prescribieron sin poder ser objeto de reproche penal. Esto 
sucedió en el caso del delito de lesiones personales con fines terroristas, y 
condenado como determinador de esta masacre el señor César Augusto Pérez 
García, dicho lo anterior, no logra subsanar la imposibilidad de sanción, por haberse 
configurado la prescripción respecto de los otros autores. Afectando de manera 




Por todo esto, es necesario analizar el artículo 90 de la Constitución Política de 1991 
y la incidencia que tiene dicho postulado bajo el régimen de responsabilidad 
extracontractual de las entidades del Estado. Ahora bien, la Corte Suprema de 
Justicia y el Consejo de Estado respecto de mencionada responsabilidad que le 
atañe a la administración pública en relación con la responsabilidad extracontractual 
frente actos terroristas, han ido evolucionando de manera jurisprudencial el 
concepto y las diferentes teorías propuestas con el fin de argumentar jurídicamente 




ARTÍCULO 90. El Estado responderá patrimonialmente por los 
daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción 
o la omisión de las autoridades públicas. 
 
 
En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial 
de uno de tales daños, que haya sido consecuencia de la conducta 
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dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, aquél deberá 
repetir contra éste70. 
 
 
El mencionado artículo constituye hoy el régimen general de la responsabilidad de 
carácter contractual o extracontractual de la administración de Colombia; entonces 
resulta de gran importancia hacer alusión a los antecedentes del artículo dentro de 
la Asamblea Nacional Constituyente, no sólo a manera de ilustración histórica, sino 
porque de esa forma se comprenderá el espíritu del constituyente, la filosofía y la 
razón de ser de la mencionada disposición.  Sin embargo, el mentado artículo no 
delimitó el término o a que se refería con “autoridades públicas”, por lo que se 
determina la responsabilidad del Estado cuando cualquier entidad pública de este 




Así mismo, el Doctor Juan Carlos Esguerra Portocarrero71, autor del texto del 
artículo 90 de la Constitución Política, trato de resolver el problema de la falla del 
servicio aduciendo que en muchos casos donde se indilgaba la responsabilidad del 
ente público esta se encontraba ausente. Es por eso que fue su planteamiento 
jurídico el que más influyó en lo que es el argumento del suscitado artículo, el 
análisis de lo que concierne a la responsabilidad de las autoridades públicas se 
tenía en el ordenamiento vigente, para resaltar su insuficiencia y la correlativa 
ausencia de disposiciones que aludieran a la responsabilidad directa del Estado, 
sumado que no se contaba con un criterio que señalara la relación entre la 













                                               
70 Constitución Política de Colombia de 1991. Artículo 90. 
71 Miembro de la Asamblea Nacional Constituyente de 1991; profesor de derecho constitucional y derecho 
administrativo en las universidades Javeriana y Externado de Colombia en Bogotá; juez ad-hoc de la Corte 








En relación a la responsabilidad del Estado se analizó el papel preponderante del 
Consejo de Estado al momento de dictar sentencias en materia de responsabilidad 
extracontractual por actos terroristas ocurridos en las municipalidades de Segovia y 
Remedios/Antioquia a partir de 1982 hasta 1997, en ocasión de actos terroristas, se 
estableciéndose a través de la jurisprudencia, dicha responsabilidad estatal basada 
en la falla del servicio con argumento constitucional dictado en el artículo 90 de la 
norma suprema de 1991, sin embargo, en el caso que atañe el título de la presente 
tesis de grado para recibir el título de Master en Derecho Administrativo, al 
comprobarse que se pudo evitar el acto terrorista se vislumbra diáfanamente una 
falla del servicio por parte del Estado. Asimismo se determinó las características 
esenciales de la responsabilidad extracontractual del Estado por los hechos 
terroristas ocurridos en los municipios expuestos a estudio por la persecución y el 
exterminio de los líderes, movimientos y partidos de izquierda, donde sus habitantes 
y también los dirigentes políticos de dicho municipio dieron aviso a las autoridades 
públicas correspondientes, entonces recaería sobre el Estado la responsabilidad de 
la masacre perpetrada en Segovia en los años de 1982 y 1996, la primera con 
argumento de que los crímenes de lesa humanidad no prescriben y la segunda 
porque se violó la garantía de no repetición, debido a que hubo aviso de parte de la 
comunidad y además porque existían una serie de situaciones que advertían de la 
existencia de un ataque por parte de grupos paramilitares que pretendían exterminar 
a los miembros y militantes de la Unión Patriótica (UP), entonces, el Estado debe 
responder por estos hechos, pues no tomo las medidas necesarias para que en 
alguna medida lograra evitar, repeler o menguar las consecuencias de esta atroz 
masacre. Así se acota que los hechos de violencia ocurridos en los municipios de 
Segovia y Remedios/Antioquia, fueron masacres sistematizadas, programadas y 
ejecutadas bajo la omisión de un Estado permisivo y neutral, permitiendo que las 
organizaciones armadas ilegales efectuaran la peor de las barbaries registradas en 
Colombia por hechos de violencia. 
 
 
Al estudiar la responsabilidad del Estado colombiano por actos terroristas bajo la luz 
de la constitución de 1991, se pudo identificar las características esenciales en 
materia jurisprudencial concernientes a la responsabilidad patrimonial y 
extracontractual del Estado por hechos terroristas ocurridos en los municipios de 
Segovia y Remedios/Antioquia entre el período de 1982 – 1997, bajo el supuesto 
de que el acto o la conducta dañosa perpetrada por lo grupos paramilitares en 
dichos municipios, fueron producto de la omisión en la prestación de los servicios 
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de protección y vigilancia por parte de los miembros del Ejército Nacional y la Policía 
Nacional acantonados en ése lugar de los hechos, es decir, que la imputación hace 
alusión a la actuación irregular de los miembros de las fuerzas públicas, por su 
actuar permisivo, o no actuar, ya que se evidencia que no utilizaron todos los medios 
que tenían a su alcance, con conocimiento previo de esta masacre para repeler, 
evitar o menguar el hecho dañoso de los paramilitares.  
 
 
El precedente jurisprudencial constitucional indica: “El Estado de 
Derecho se funda en dos grandes axiomas: El principio de legalidad 
y la responsabilidad patrimonial del Estado. La garantía de los 
derechos y libertades de los ciudadanos no se preserva solamente 
con la exigencia a las autoridades públicas que en sus actuaciones 
se sujeten a la ley sino que también es esencial que si el Estado en 
ejercicio de sus poderes de intervención causa un daño antijurídico 
o lesión lo repare íntegramente”72.  
 
 
Ahora bien, en aras de determinar la responsabilidad del Estado bajo la tesis de la 
falla del servicio, debe analizarse primero, si tanto para la Administración como para 
las autoridades era previsible que se perpetrara el acto terrorista, para luego 
analizar los regímenes de responsabilidad estatal existentes en Colombia en los 
casos de terrorismo.  
 
 
Así las cosas, bajo el supuesto anterior, se constituye uno de los puntos más 
relevantes para analizar dentro de este régimen de responsabilidad de la conducta 
por omisión de las autoridades públicas, por la masacre de Segovia y 
Remedios/Antioquia, porque no es menos cierto que no es la previsión de la 
generalidad de todos los hechos de violencia, a la que debe atender las autoridades 
militares y de policía, sino de aquellas circunstancias que no dejan lugar a la duda 
que existirá un ataque armado por parte de grupos armados al margen de la ley y 
que ya lo habían anunciado, es decir, las situaciones de violencia extrema.  
 
 
En consecuencia, no solo porque la comunidad diera aviso a las autoridades y estas 
hicieran caso omiso a la anterior es que se configura la falla del servicio, porqué 
aunque la comunidad no hubiese solicitado la protección previa del Estado no sería 
causal de exoneración para la administración de su deber de protección y vigilancia, 
porque también pueden existir otras circunstancias que permitieran indicar a las 
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autoridades que se cometería un acto terrorista. Así mismo, si al realizarse el 
estudio fáctico y probatorio correspondiente, se llagara a concluir que para la 
Administración no actúo, aun existiendo circunstancias que denunciaban la 
existencia de probabilidad de comisión de un acto terrorista, y sin embargo teniendo 
algo más relevante que una suposición, soslayó tomar las medidas 
correspondientes del caso en atención al servicio de vigilancia y protección 
señalados por la constitución y a raíz de ésa omisión el acto terrorista causó daños 
a las poblaciones de Segovia y Remedios/Antioquia, lo que le sería imputable 
responsabilidad a título de falla del servicio dada el incumplimiento a su deber de 
proteger a las personas y bienes de los residentes en los municipios en comento. 
 
 
Cosa distinta sería si el acto terrorista iba dirigido, como se anota en acápites 
anteriores, en contra de un elemento representativo del Estado y que éste no 
hubiese sido previsible; y donde tampoco existiera participación de agentes del 
Estado, entonces no es posible aducir  una falla de servicio; pues se estaría 
entonces, ante un acto terrorista que tuvo como fin generar pánico a la sociedad y 
no puede existir responsabilidad estatal porque se estaría generalizando la tesis de 
responsabilidad  patrimonial del Estado por actos terroristas y por ende de lo anterior 




Para concluir, en lo que se refiere a la reparación integral a las víctimas, el Consejo 
de Estado ha expuesto la posibilidad de demandar tanto al Estado como a la 
autoridad involucrada mediante la Acción de Repetición, que únicamente sería 
procedente cuando un funcionario del Estado hubiese actuado de manera dolosa o 
culposa grave. Pero omitió establecer que la demanda podría ir dirigida 
indistintamente contra el Estado, el funcionario o uno y otro. Se pensó entonces en 
una responsabilidad solidaria, parecida a la que instituyo el derecho francés en 




El CNMH considera que aún existe un vacío en la investigación sobre el 
autodenominado Movimiento Revolucionario Nacional, MRN. Las decisiones 
judiciales proferidas, hasta la sentencia del 15 de mayo de 2013 y aun hasta la 
presente, han dado por supuesta su existencia como un movimiento autónomo.  
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So pena de lo ya dicho, la reconstrucción que el CNMH ha realizado tanto de lo 
ocurrido el 11 de noviembre de 1988 y días anteriores a la masacre del municipio 
de Segovia/Antioquia, como del contexto partiendo desde sus fuentes centrales los 
propios que son los expedientes permite inferir que dicho movimiento estuvo 
vinculado estrechamente a las Fuerzas Militares, como bien se ha dicho en acápites 
anteriores de esta tesis de grado, que hicieron asiento en la región del Nordeste del 
departamento Antioqueño para la época de las masacres y, particularmente, a las 
unidades del Ejército que tenían jurisdicción sobre esta región y operaban en esa 
zona. La hipótesis que el CNMH ha manejado es que el MRN pudo haber sido una 
creación de unidades del Ejército Nacional en su lucha contra las guerrillas que 
encontraron su asidero en esa parte del departamento de Antioquia.  
 
 
Es por eso, que si se llagara a comprobar lo anterior planteado, no sería más 
importante la indemnización administrativa a que diera lugar sino el esclarecimiento 
de los hechos, como un valor fundamental a la justicia, reparación y verdad a la que 
tanto alude la ley 1448 de 2011 y que el mismo Estado ha sido propulsor, es 
trascendental para que la sociedad y el Estado puedan tomar las medidas 
correspondiente con el fin de garantizar de manera efectiva la no repetición de los 
actos terroristas sufridos de manera injustificada a los habitantes del Nordeste 
Antioqueño y que esta vez se garantice el principio constitucional de no repetición. 
 
 
Ahora bien, la ley 600 de 2000, ya derogada, por la ley 906 de 2005, pero que fue 
empleada en congruencia con el Decreto 100 de 1980, por la Sala de Casación 
Penal de la Corte Suprema de Justicia en la sentencia condenatoria en contra del 
señor Cesar Pérez García en el fechado del 15 de mayo de 2013, contiene una 
disposición similar. A saber; el restablecimiento de los derechos vulnerados en este 
caso “requería medidas adicionales a las de indemnización, tales como medidas de 
satisfacción, de rehabilitación, garantías de no repetición y, en lo que fuere posible 
en función de cada derecho violado medidas de restitución”74. 
 
 
Una vez terminada ésta tesis de grado, se puede inferir que sus autores son 
partidarios de la tesis de la responsabilidad del daño, según las cuales reviste de 
responsabilidad al Estado por los hechos de violencia o actos terroristas sufridos 
por los municipios de Segovia y Remedios/Antioquia, pues estos desde un principio 
estuvieron dirigidos en contra de los habitantes de los municipios en comento y no 
en contra de algún elemento representativo del Estado, y que se pudo haber 
repelido o preverlo,  por lo que se considera que la responsabilidad del Estado por 
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estos actos terroristas frente a la población indefensa de Segovia y 
Remedios/Antioquia, se debió a una falla del servicio, en otras palabras, pues ante 
esas situaciones surgieron circunstancias que permitían haber previsto la coacción 
inminente de un ataque ya sea porque la ciudadanía de alguna manera alerto a las 
autoridades referente a este posible ataque o porque el orden público estaba 
alterado debido a que se encontraba dentro un territorio de guerrillas y paramilitares, 
es decir, tras la hegemonía de la UP en los comicios electorales de ese entonces y 
la amenaza dada a los habitantes por su adición a dicho movimiento,  y la existencia 
de panfletos amenazantes sobradamente vinculados a movimientos armados de 
extrema derecha como para suponerlo y por ende tomar las medidas necesarias 
para repeler, menguar o evitar dichas masacres. 
 
 
Así mismo, se considera que existe responsabilidad del Estado con fundamento en 
la falla del servicio por actos terroristas basados en las circunstancias explicadas 
con anterioridad, en un primer lugar como ya se ha manifestado en ocasiones 
anteriores bajo lo estipulado en el artículo 90 de la Constitución Política de 1991, y 
de esta manera imputarle al Estado una falla por omisión del deber de vigilancia y 
protección en la que tuvo participación directa de las fuerzas públicas y como 
determinador un cacique político liberal, sencillamente porque era totalmente ajeno 
a sus intereses políticos, y en segundo lugar, se deduce un nexo causal de donde 
existe por la derrota en las elecciones donde se derrotó al partido liberal y que tuvo 
como ganador una alcaldesa de la UP junto con otros concejales de la misma UP, 
entonces, los elementos de responsabilidad del Estado por falla del servicio están 
dado. Y además los habitantes de dichos municipios no estaban en el deber de 
soportar dicho daño, pues de existir tal amenaza de sufrir un daño, el Estado, debió 
cercenar dicho riesgo, y debió trasladar miembros del Ejército a donde se 

















































































Grafica 3. Disponible en: http://www.remedios-antioquia.gov.co 
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